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Contexto: El cinco de junio de dos mil nueve, en la ********** ubicada en **********, 
**********, perteneciente al esquema vecinal comunitario del Instituto Mexicano del 
Seguro Social, se propagó un incendio que se originó en la bodega contigua 
ocupada por la Secretaría de Hacienda de ese Estado, en el cual 
lamentablemente perdieron la vida cuarenta y nueve niñas y niños y muchas 
otras personas resultaron lesionadas, en su mayoría infantes.  
 
Por los anteriores hechos, el quejoso fue vinculado a proceso por los delitos de 
homicidio y lesiones culposos, en la modalidad de comisión por omisión, en 
agravio de niñas y niños, y se le impuso la medida cautelar de prisión preventiva 
justificada.  
 
Contra dicha determinación, promovió juicio de amparo indirecto al considerar, 
entre otras cuestiones, que la acción penal estaba prescrita y que no era 
aplicable el artículo 106, último párrafo, de la Ley General de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes; no obstante, la jueza de Distrito negó la protección 
constitucional.  
 
Inconforme, interpuso recurso de revisión y el Tribunal Colegiado Auxiliar del 
conocimiento solicitó a esta Suprema Corte que ejerciera su facultad de atracción 
para conocer del asunto y la extinta Primera Sala decidió ejercerla para resolver 
este medio de impugnación. Las víctimas directas e indirectas se adhirieron al 
recurso. 
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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en sesión correspondiente al *** de **** de dos mil veintiséis, emite 

la siguiente: 

 
S E N T E N C I A 

 
Mediante la cual se resuelve el amparo en revisión 648/2024, interpuesto 

por ********** en contra de la resolución de dos de diciembre de dos mil 

veintiuno, dictada por el Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de Sonora, 

con residencia en Hermosillo, en el juicio de amparo indirecto **********. 

 
El problema jurídico que debe resolver esta Suprema Corte de Justicia de 

la Nación consiste en determinar si es imprescriptible la acción penal 

ejercida en contra del quejoso respecto de los delitos de homicidio y lesiones 

culposos, en la modalidad de comisión por omisión, en perjuicio de niñas y 

niños, en el caso conocido como “**********”. 

 

ANTECEDENTES 
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1. Hechos. El cinco de junio de dos mil nueve, en Hermosillo, Sonora, se 

originó un incendio en una bodega ocupada por la Secretaría de Hacienda 

de ese Estado, el cual se propagó hasta la ********** perteneciente al 

esquema vecinal comunitario del Instituto Mexicano del Seguro Social, en el 

cual lamentablemente cuarenta y nueve niñas y niños perdieron la vida, y 

muchas otras personas –en su mayoría infantes– resultaron lesionadas por 

la concentración de monóxido de carbono y quemaduras. 

 

2. Causa penal **********. Por tales hechos se siguió la causa penal en contra 

del quejoso en la que en la audiencia inicial de dieciocho de noviembre de 

dos mil veinte, el Juez de Control declaró la prescripción de la acción penal 

respecto del delito de lesiones culposas, previsto y sancionado en los 

artículos 288 y 289, segunda parte, en relación con el 60, todos del Código 

Penal Federal, en perjuicio de las víctimas mayores de edad y decretó el 

sobreseimiento parcial en la causa.  

 

3. Sin embargo, la referida autoridad precisó que, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 106, último párrafo, de la Ley General de los 

Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes resultaban imprescriptibles los 

ilícitos cometidos en contra de los infantes.  

 

4. Así, dictó auto de vinculación a proceso en contra de ********** por su 

probable participación en los delitos de (i) homicidio culposo, previsto y 

sancionado en los artículos 302 y 307, en relación con el 60, todos del 

Código Penal Federal; y (ii) lesiones culposas, previsto y sancionado en 

los numerales 288, 289 segunda parte, 290, 291, 292 primer y segundo 

párrafos, y 293, en relación con el 60, cometidos en términos de los 

preceptos 13, fracción II, 7, párrafo segundo, fracción I, 8 y 9 párrafo 

segundo del referido ordenamiento, por lo que atañe a los niños y niñas 

víctimas. Lo anterior, con motivo de las omisiones en el ejercicio de sus 
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funciones en virtud del cargo que ejercía y la inobservancia de un deber de 

cuidado. 

 

5. Amparo indirecto **********. El ocho de diciembre de dos mil veinte, 

**********, por conducto de su defensor privado, promovió juicio de amparo 

indirecto en contra de las siguientes autoridades y actos: 

 
1. Juez de Distrito Especializado en el Sistema Penal Acusatorio en 

Hermosillo, Sonora; y, 
2. Encargado del Centro Federal de Readaptación Social No. 11 “CPS 

SONORA”, en la Ciudad de Hermosillo, Sonora. 

 
De las que reclamó: 
 

I. El auto de vinculación a proceso dictado el dieciocho de noviembre de dos 
mil veinte en la causa penal **********, por los hechos que la ley señala 
como los delitos de homicidio y lesiones culposos; y, 

II. Su ejecución. 

 

6. El once de diciembre de dos mil veinte, el Juzgado Tercero de Distrito en el 

Estado de Sonora, con residencia en Hermosillo radicó la demanda bajo el 

número de expediente **********, la cual admitió y ordenó sustanciar.  

 

7. Sentencia del juicio de amparo. El tres de septiembre de dos mil veintiuno, 

la Jueza de Distrito celebró la audiencia constitucional y el dos de diciembre 

siguiente dictó sentencia en la que negó la protección de la Justicia de la 

Unión al quejoso. 

 

8. Recurso de revisión principal **********. Inconforme, **********, por 

conducto de su autorizado en términos amplios, interpuso recurso de 

revisión, el cual fue admitido el trece de diciembre de dos mil veintidós por 

el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto 

Circuito, con residencia en Hermosillo, Sonora, bajo el amparo en revisión 

********** de su índice.  
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9. Expediente auxiliar **********. En atención al oficio 

SECNO/STCCNO/759/2023 de cinco de julio de dos mi veintitrés, emitido 

por el secretario técnico de la Comisión de Creación de Nuevos Órganos del 

extinto Consejo de la Judicatura Federal, el Tercer Tribunal Colegiado en 

Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito, con residencia en 

Hermosillo, Sonora remitió el amparo en revisión **********de su índice al 

Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito para que 

brindara el auxilio en la elaboración de la sentencia correspondiente, órgano 

que en auto de dieciocho de julio de dos mil veintitrés, lo registró como 

cuaderno auxiliar R.P. ********** de su estadística.  

 
10. Mediante resolución de catorce de marzo de dos mil veinticuatro, el Sexto 

Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito solicitó a esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación que ejerciera su facultad de 

atracción para conocer del amparo en revisión ********** de su índice, al 

considerar que reúne las características de importancia y trascendencia. 

 
11. Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 1166/2024. Por acuerdo 

de once de abril de dos mil veinticuatro, la entonces Ministra Presidenta de 

esta Suprema Corte admitió a trámite la anterior solicitud, la radicó con el 

número ********** y la turnó para su estudio al Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz 

Mena, integrante de la extinta Primera Sala. 

 
12. En sesión de diecinueve de junio de dos mil veinticuatro, por unanimidad de 

cinco votos, la extinta Primera Sala resolvió ejercer la facultad de atracción 

para conocer del amparo en revisión **********, expediente auxiliar 

**********, del índice del Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del 

Primer Circuito (en auxilio a las labores del Tercer Tribunal Colegiado en 

Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito). 
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13. Trámite ante esta Suprema Corte. Por acuerdo de catorce de agosto de 

dos mil veinticuatro, la entonces Ministra Presidenta de este Tribunal 

Constitucional ordenó su registro como amparo en revisión ********** y lo 

turnó para su estudio a la Ministra Loretta Ortiz Ahlf. 

 
14. Revisión adhesiva1. Mediante escrito presentado el trece de septiembre de 

dos mil veinticuatro, las víctimas directas e indirectas terceras interesadas, 

por conducto de su asesora jurídica federal **********, adscrita a la Comisión 

Ejecutiva de Atención a Víctimas, interpusieron recurso de revisión adhesivo 

al recurso principal; por lo que, en proveído de dos de diciembre de dos mil 

veinticuatro dictado por este Alto Tribunal, se tuvo por interpuesto. 

 
15. Avocamiento. El veintinueve de noviembre de dos mil veinticuatro, el 

entonces Ministro Presidente de la extinta Primera Sala determinó el 

avocamiento del asunto y ordenó el envío de los autos a la Ministra Ponente 

para la elaboración del proyecto de resolución respectivo. 

 
16. Devolución de autos. Con motivo de la extinción de las Salas de esta 

Suprema Corte, el veinticinco de agosto de dos mil veinticinco, la Ponencia 

de la Ministra Loretta Ortiz Ahlf devolvió los autos del presente asunto a la 

Subsecretaría General de Acuerdos de este Alto Tribunal. 

 
17. Conforme a lo dispuesto en el Punto Sexto transitorio del Acuerdo General 

Número 1/2025 (12a),2 el tres de septiembre de dos mil veinticinco, el 

 
1 No pasa inadvertido para este Tribunal Pleno que distintas asesoras jurídicas de las víctimas adscritas a 

la CEAV presentaron en dos ocasiones el escrito de interposición del recurso de revisión adhesiva; sin 
embargo, toda vez que se hizo del conocimiento de este Alto Tribunal que la asesora jurídica federal que 
el cinco de agosto de dos mil veinticuatro interpuso el primer recurso ante el órgano auxiliado dejó de 
laborar en dicha institución, se hace referencia únicamente al segundo de los recursos; además porque 
dicho medio de impugnación fue el que se tuvo por interpuesto ante esta Suprema Corte.  
2 ACUERDO GENERAL NÚMERO 1/2025 (12a.) DEL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE LA NACIÓN, QUE REGULA LA RECEPCIÓN, REGISTRO Y TURNO DE LOS ASUNTOS DE SU 
COMPETENCIA.  
(…) 
SEXTO. Por decisión del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y a fin de aprovechar el 
conocimiento y estudio de los asuntos turnados a las Ministras Lenia Batres Guadarrama, Yasmín Esquivel 
Mossa y Loretta Ortiz Ahlf, en la anterior integración, se determina que continúen con el conocimiento de 
dichos asuntos, sin que sea necesario un nuevo acuerdo de returno. […] 
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Secretario General de Acuerdos de la Suprema Corte devolvió el presente 

asunto a la Ponencia de la Ministra Loretta Ortiz Ahlf para la elaboración del 

proyecto de sentencia correspondiente. 

 
I. COMPETENCIA 

 
18. Este Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para 

conocer del presente recurso, en términos de lo dispuesto en los artículos 

107, fracción VIII, penúltimo párrafo, de la Constitución Federal;3 81, fracción 

I, inciso e)4 y 83,5 ambos de la Ley de Amparo; 16, fracción II,6 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, publicada en el Diario Oficial 

de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro, así como el 

Punto Segundo, fracción IV, del Acuerdo General número 2/2025 (12a.), del 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de tres de septiembre 

 
3 Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de 
aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de 
acuerdo con las bases siguientes: 
[…] 
VIII. Contra las sentencias que pronuncien en amparo las Juezas y los Jueces de Distrito o los Tribunales 
Colegiados de Apelación procede revisión. De ella conocerá la Suprema Corte de Justicia: 
(…) 
La Suprema Corte de Justicia, de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal  Colegiado de 
Circuito, del Fiscal General de la República, en los asuntos en que el Ministerio  Público de la Federación 
sea parte, o del Ejecutivo Federal, por conducto del Consejero Jurídico  del Gobierno, podrá conocer de 
los amparos en revisión, que por su interés y trascendencia así  lo ameriten. 
4 Artículo 81. Procede el recurso de revisión: 
I. En amparo indirecto, en contra de las resoluciones siguientes: 
(…) 
e) Las sentencias dictadas en la audiencia constitucional; en su caso, deberán impugnarse los acuerdos 
pronunciados en la propia audiencia. 
5 Artículo 83. Es competente la Suprema Corte de Justicia de la Nación para conocer del recurso de 
revisión contra las sentencias dictadas en la audiencia constitucional, cuando habiéndose impugnado 
normas generales por estimarlas inconstitucionales, o cuando en la sentencia se establezca la 
interpretación directa de un precepto de la Constitución y subsista en el recurso el problema de 
constitucionalidad. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante acuerdos generales, 
remitirá a los tribunales colegiados de circuito los asuntos que, conforme a los referidos acuerdos, la propia 
Corte determine. 
6 Artículo 16.  
La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá: 
(…) 
II. De cualquier recurso derivado de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el que se hubiera ejercido la facultad de 
atracción conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la 
propia ley reglamentaria; 
(…) 
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de dos mil veinticinco, en el que se precisan los asuntos de su competencia 

y los que se delegan a otros órganos jurisdiccionales federales.7 

 
II. OPORTUNIDAD 

 
19. Es innecesario analizar la oportunidad del recurso de revisión principal, pues 

ello fue estudiado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 

Administrativa del Quinto Circuito.8 

 
20. Por otro lado, es oportuno el recurso de revisión adhesivo interpuesto por las 

víctimas directas e indirectas terceras interesadas, por conducto de su 

asesora jurídica federal **********, adscrita a la Comisión Ejecutiva de 

Atención a Víctimas, pues la admisión del recurso principal fue notificada vía 

correo electrónico a través de la referida Comisión, el seis de septiembre 

de dos mil veinticuatro, de modo que surtió efectos el diecisiete de 

septiembre siguiente.9  

 
21. Así, el plazo establecido en el artículo 82 de la Ley de Amparo para su 

interposición transcurrió del dieciocho al veinticuatro de septiembre de 

dos mil veinticuatro;10 por tanto, si el escrito fue presentado vía electrónica 

ante este Alto Tribunal el trece de septiembre de esa anualidad, se hizo 

de manera oportuna, sin que sea obstáculo que se haya presentado previo 

al inicio del plazo para ello.11  

 

 
7 SEGUNDO. Competencia reservada del Pleno de la SCJN. La SCJN conservará para su resolución:  
(…) 
IV. De cualquier recurso derivado de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la 
CPEUM, en el que se hubiera ejercido la facultad de atracción o se conserve su competencia originaria; 
8 Lo anterior se advierte de las fojas 91 a 93 del expediente ARP **********. 
9 Véanse las fojas 155 a 160 y 215 del toca del AR 648/2024. 
10 Descontándose los días veintiuno y veintidós de septiembre por ser inhábiles, en términos del artículo 
19 de la Ley de Amparo y en atención a la suspensión de plazos en términos de las circulares 4/2024, 
5/2024 y 6/2024 de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante las cuales se suspendieron los 
plazos desde el tres de septiembre de dos mil veinticuatro y no reanudaron sino hasta el diecisiete de 
septiembre de dicha anualidad.  
11 Sirve de apoyo la jurisprudencia 2a./J 16/2016 (10a) de la extinta Segunda Sala de rubro: “RECURSO 
DE REVISIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. SU INTERPOSICIÓN RESULTA OPORTUNA AUN 
CUANDO OCURRA ANTES DE QUE INICIE EL CÓMPUTO DEL PLAZO RESPECTIVO.” Publicada en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 27, tomo I, página 729, registro digital 2011123. 
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III.  LEGITIMACIÓN 

 
22. El autorizado en términos amplios del quejoso está legitimado para 

interponer el recurso de revisión principal porque tiene reconocido ese 

carácter en el juicio de amparo indirecto ********** del índice del Juzgado 

Tercero de Distrito en el Estado de Sonora, con residencia en Hermosillo.  

 
23. Por lo que hace al recurso de revisión adhesivo, la licenciada ********** está 

legitimada para interponerlo en representación de las víctimas directas e 

indirectas terceras interesadas, pues tiene reconocida la calidad de su 

asesora jurídica federal adscrita a la Comisión Ejecutiva de Atención a 

Víctimas.12  

 
IV. PROCEDENCIA 

 
24. Como se señaló en el apartado de antecedentes, la extinta Primera Sala de 

esta Suprema Corte, al resolver la solicitud de ejercicio de la facultad de 

atracción **********, determinó sí ejercerla por considerar que el asunto 

reunía los requisitos necesarios de procedencia, así como los elementos 

materiales de interés y trascendencia, al no existir criterio sobre los alcances 

del último párrafo del artículo 106 de la Ley General de los Derechos de 

Niñas, Niños y Adolescentes, respecto a la imprescriptibilidad de los delitos 

cometidos en contra de niñas, niños y adolescentes, por los que fue 

vinculado a proceso el ahora recurrente, en el caso conocido como 

“**********”. 

 
25. Por tanto, se actualizan los supuestos de los artículos 107, fracción VII, 

penúltimo párrafo, de la Constitución Federal; 81, fracción I, inciso e) y 83 

ambos de la Ley de Amparo; y 16, fracción III, de la Ley Orgánica del Poder 

 
12 En la foja 235 del AR 648/2024, se advierte el oficio CEAV/DGAJF/DA5/00426/2024 signado por 
**********, en su calidad de Titular de la Dirección Especializada en Materia de Derechos Humanos y 
Migrantes de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, por el que expuso que ********** causó baja de 
dicha institución, por lo que se designó a **********, **********, ********** y **********, como asesores jurídicos 
de la referida Comisión, en representación de las víctimas.  
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Judicial de la Federación, en relación con el Punto Segundo, fracción IV, del 

Acuerdo General 2/2025 (12ª) de tres de septiembre de dos mil veinticinco, 

del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

 
V. CUESTIONES NECESARIAS PARA RESOLVER 

 
26. A continuación, se hará referencia a lo resuelto en el auto de vinculación a 

proceso sobre el tema de imprescriptibilidad que nos ocupa, a los conceptos 

de violación, a las consideraciones de la sentencia recurrida, a los agravios 

y a lo resuelto por el Tribunal Colegiado del conocimiento. 

 
27. Auto de vinculación a proceso. Tal y como se describió en los 

antecedentes, el Juez de Control precisó, que de conformidad con el artículo 

106, último párrafo, de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes, no podía declararse la prescripción de la acción penal en 

perjuicio de infantes, en los siguientes términos: 

 

“(…) Ahora bien, en cuanto a los distintos argumentos relativos a la 
prescripción de los delitos por lo que hace a los menores de edad, al 
homicidio culposo y a las lesiones culposas, éstas con motivo del 
incendio correspondiente que causó un daño a las víctimas en este caso 
a menores de edad, cabe señalar lo dispuesto por el principio del interés 
superior del menor, así como lo dispuesto por el artículo 105, último 
párrafo, de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes, este último párrafo de esta legislación general establece 
pues atendiendo a este interés superior del menor que no podrá 
declararse la caducidad ni la prescripción en perjuicio de niñas, niños y 
adolescentes, esto es, todos los delitos cometidos en contra de menores, 
perdón es el artículo 106 de la Ley General de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes, en este caso este numeral en su último párrafo 
establece que no podrá decretarse la prescripción en perjuicio de 
menores de edad; por lo tanto, en el caso concreto son imprescriptibles 
los ilícitos cometidos cuando sean víctimas los menores de edad; (…)” 

 
28. Demanda de amparo. En contra de la anterior resolución, el quejoso 

promovió juicio de amparo indirecto cuestionando esa determinación de 

imprescriptibilidad, pero no señaló como acto reclamado destacado el 

mencionado artículo de la Ley General, ni planteó la inconstitucionalidad de 
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tal disposición a través de sus conceptos de violación. Sus argumentos, en 

síntesis, fueron los siguientes: 

 
a) Sobre el tema de imprescriptibilidad. La resolución reclamada transgrede 

los derechos humanos previstos en los artículos 1°, 14, 16 y 19, 20, apartado 
B, fracciones I y VII, 23 y 97 constitucionales; 8.4 y 19 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos; 14.7 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos; 3 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño; y 64, 100, 101, 102, fracción 1, 105, 108, 110 y 111 del Código Penal 
Federal, al no haber sido aplicados en la resolución recurrida, así como el 
diverso 106, último párrafo de la Ley General para Niños, Niñas y 
Adolescentes por su indebida aplicación, pues  la acción penal se encuentra 
prescrita. 
 

b) Que la autoridad responsable realizó una indebida interpretación del 
principio del interés superior de la infancia, así como del artículo 106, parte 
final, de la Ley General para Niños, Niñas y Adolescentes e incorrectamente 
determinó que la acción penal resulta imprescriptible, siendo que la referida 
Ley no se refiere a la prescripción de la acción penal, pues dicha institución 
tratándose de delitos federales sólo puede ser regulada por el Código Penal 
Federal.  

 
c) Que la interpretación que realizó el juez de control relativa a que la acción 

penal es imprescriptible vulnera lo dispuesto en los artículos 1 y 17 
constitucionales, que reconocen el derecho de acceso a la justicia y el 
respeto a los plazos y términos que establece la ley, pues la prescripción es 
una garantía que debe ser observada debidamente por la persona 
juzgadora.  

 
d) El derecho internacional ha reconocido la prohibición de los Estados en 

aplicar las reglas de prescripción, amnistía y excluyentes de 
responsabilidad, pero sólo en caso de violaciones muy graves de derechos 
humanos como tortura, ejecuciones sumarias, desapariciones forzadas, 
crímenes de lesa humanidad, genocidio, etc., pero en general son 
conductas dolosas. Asimismo, hace referencia a lo resuelto por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en el caso Alba Cornejo vs Ecuador, 
sobre el tema de imprescriptibilidad. 

 
e) Que al resolver el Amparo Directo en Revisión 4865/2015 y el Amparo en 

Revisión 257/2018 la extinta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación sostuvo que la imprescriptibilidad de la acción penal es 
aplicable únicamente en casos de excepción, lo que significa que su 
aplicación responde a un listado de número cerrados, cuando se trate de 
graves violaciones a derechos humanos. 
 

f) Que a partir de las resoluciones de la Suprema Corte, los Tratados 
Internacionales y los criterios de la Corte Interamericana, es posible concluir 
que existe un estándar compartido acerca de que la imprescriptibilidad de la 
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acción penal se encuentra reservada para casos de graves violaciones a 
derechos humanos y delitos derivados del derecho internacional 
humanitario, cuyas características permiten excluir a los delitos que no son 
violaciones graves y sistemáticas cometidas de manera dolosa. 

 
g) La interpretación y alcance del último párrafo de dicho numeral que realiza 

la autoridad responsable ordenadora es meramente gramatical, ya que no 
se ocupó de señalar si esa imprescriptibilidad es respecto de delitos dolosos 
o culposos; además, debió atender a la Exposición de Motivos de la Ley 
General para entender que dicha disposición no es una regla general, sino 
una excepción que se aplica únicamente a delitos dolosos que tienen una 
especial gravedad en contra de derechos humanos. 

 
h) La autoridad responsable ordenadora otorgó una interpretación indebida a 

la excepción de imprescriptibilidad que refiere el artículo 106 de la Ley 
General de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes, pues ésta sólo 
puede tener aplicación en caso de delitos dolosos que tengan como sujetos 
pasivos a niñas, niños y adolescentes, pero nunca –aunque se trate de un 
hecho lamentable que cause gran impacto social– puede estar referida a 
delitos culposos. 

 
i) Si los hechos ocurrieron el cinco de junio de dos mil nueve, fue a partir de 

ese día en que la acción penal inició su curso, por lo que, al tratarse de un 
delito culposo que se consumó de forma instantánea, para realizar el 
cómputo debe estarse a la pena del tipo básico, reducida en una cuarta 
parte, conforme lo dispone el artículo 60 del Código Penal Federal. 
 
Por tanto, si los delitos que se le imputaron son culposos, para determinar 
si ha operado la prescripción, se debe atender a lo previsto en los artículos 
100, 101, 102, fracción I, 105, 108, 110 y 11 del ordenamiento sustantivo 
federal, de ahí que considere que la acción penal está prescrita. 
 
Así, tomando en cuenta las diversas diligencias que interrumpieron el 
cómputo de la prescripción, el término venció el trece de septiembre de dos 
mil diecinueve, mientras que el quejoso fue denunciado hasta el doce de 
febrero de dos mil veinte, por lo que la acción se encuentra prescrita.  
 

j) Respecto al fondo del auto de vinculación a proceso, indicó que éste se 
le dictó como autor material de los delitos de homicidio y lesiones, en 
comisión por omisión culposa; sin embargo, que entre la omisión que se le 
atribuye y la acción esperada de evitar esos resultados lesivos no existe 
causalidad hipotética o cuasi causalidad y sin ello, es jurídicamente 
imposible sostener el acto reclamado. 
  

k) Constituye un hecho notorio que la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
al resolver la facultad de investigación 1/2009, la cual fue publicada el 
dieciocho de noviembre de dos mil diez en el Diario Oficial de la Federación, 
afirmó que como consecuencia de una instalación eléctrica improvisada en 
la bodega del archivo de la Secretaria de Hacienda Estatal, se provocó un 



 
 

AMPARO EN REVISIÓN 648/2024 
 
 

 
 
 

12 
 
 
 
 

chispazo que conllevó a que el incendio iniciara y se propagara hasta la 
**********, porque no había un muro cortafuegos entre ambos locales. 

 
De ahí que, aun y cuando hubiera realizado las actividades previstas en el 
Reglamento Interno del Instituto Mexicano del Seguro Social, el Manual de 
Organización de la Dirección de Prestaciones Económicas y Sociales del 
IMSS e incluso lo dispuesto en la NOM-167-SSA1-1997, no es posible 
afirmar que con ello, el incendio aludido no hubiera existido, ni que éste no 
se hubiera propagado hacia la guardería, ni tampoco que se evitara la 
pérdida de vidas humanas, pues el espacio donde sucedió el evento no era 
del control ni supervisión del Instituto Mexicano del Seguro Social.  
 

l) Es incorrecto que se le atribuya un deber jurídico de cuidado por parte de la 
ordenadora cuando las funciones del quejoso eran inminentemente 
normativas dentro del área de prestaciones económicas y sociales, pero de 
ninguna forma lo eran las de seguridad o carácter operativo conforme al 
artículo 3, fracción II, del Reglamento del IMSS.  
 

m) Bajo la estructura jerarquizada del Instituto Mexicano del Seguro Social, esto 
es, una desconcentración administrativa, el quejoso estaba exento de 
cualquier deber de cuidado, y en todo caso, correspondía a la Delegación 
Estatal del IMSS en Sonora y a los servidores públicos de su estructura.   
 

n) Señala que no tenía encomendada ninguna actividad inherente a la 
protección civil, ni a la seguridad del inmueble, pues dichas actividades son 
competencia de las autoridades locales de protección civil y de bomberos, 
conforme a la Ley de Protección Civil para el Estado de Sonora, Reglamento 
de Prevención de Incendios y Seguridad Civil para el Municipio de 
Hermosillo, Sonora, el Reglamento de Construcción para el Municipio de 
Hermosillo y el Reglamento para la Prestación de los Servicios de 
Guardería.  

 
ñ) Que existe violación al principio non bis in idem, pues la conducta por la que 

se le vinculó a proceso ya fue analizada en la facultad de investigación 
1/2009 del índice de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la que 
se determinó que el quejoso, en su calidad de Director de Prestaciones 
Económicas y Sociales, no tuvo participación en los hechos que derivaron 
en la violación grave de derechos fundamentales, por lo que estima no es 
dable que se le juzgue dos veces por el mismo hecho. 

 

29. Sentencia recurrida. Las consideraciones de la Jueza de Distrito para 

negar el amparo fueron las siguientes: 

 
a) Respecto a la imprescriptibilidad. Indicó que, tal como lo afirmó el Juez 

de Control, en el caso concreto no operaba la prescripción de los delitos por 
los que se le vinculó a proceso, pues tratándose de menores de edad, sí era 
aplicable el artículo 106 de la Ley General de Niños, Niñas y Adolescentes 
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y no las hipótesis generales de prescripción previstas en los artículos 110 a 
115 del Código Penal Federal. 
 

b) Que los argumentos de la autoridad responsable sobre la aplicación del 
multicitado artículo 106 de la Ley General eran constitucionalmente válidos, 
pues estos se realizaron en atención al interés superior de las víctimas del 
incendio de la **********, en términos de lo dispuesto en los artículos 1 y 4 
constitucionales, ya que ese principio implica que la protección de sus 
derechos debe garantizarse por las autoridades con mayor intensidad, lo 
que conlleva a realizar un escrutinio más estricto, de modo que se permita 
vislumbrar los grados de afectación a los intereses de los infantes para 
garantizar su bienestar integral en todo momento.  

 
En relación con el tópico de interés superior de las niñas y niños, citó las 
jurisprudencias de la Suprema Corte 1ª./J. 25/2012 y P.J.7/2026 de rubros: 
“INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR” e “INTERES SUPERIOR DE LOS 
MENORES DE EDAD. NECESIDAD DE UN ESCRUTINIO ESTRICTO 
CUANDO SE AFECTEN SUS INTERESES”, respectivamente. 
 

c) Señaló que la Convención sobre los Derechos del Niño adoptada en Nueva 
York dispone que corresponde al Estado asegurar una adecuada protección 
y cuidado de las infancias cuando otras personas responsables no tienen la 
capacidad para hacerlo, así como adoptar todas las medidas necesarias 
para dar efectividad a todos los derechos reconocidos en dicho instrumento. 
Así, indicó que la forma en que el Estado Mexicano atendió esas 
obligaciones fue con la emisión de la Ley General de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes.   
 

d) Debido a lo anterior, determinó que si bien en los preceptos 100 a 115 del 
Código Penal Federal se establecen las diversas hipótesis de prescripción 
de delitos; lo cierto era que, tratándose de infantes, debía prevalecer lo 
dispuesto en el numeral 106, último párrafo, de la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, que refiere que no podrá 
declararse la caducidad ni la prescripción en perjuicio de aquellos.  

 
e) De ahí que estimó acertada la conclusión del Juez de Control responsable 

de atender al citado numeral de la Ley General en el tema de prescripción 
del delito y no al Código Penal Federal, ya que tratándose de infancias esa 
determinación es acorde con los imperativos convencionales y 
constitucionales, pues sólo de esa forma se atiende al interés superior de la 
niñez en asuntos de índole penal en los que tienen la calidad de víctimas.  

 
f) Finalmente, estimó aplicables las consideraciones del amparo directo en 

revisión 1072/2014 resuelto por la extinta Primera Sala de esta Suprema 
Corte relativas a que tratándose de víctimas infantes, los órganos 
jurisdiccionales se encuentran obligados a realizar una interpretación 
sistemática que tome en cuenta los deberes de protección reiterados y 
reconocidos en la Constitución General, en los Tratados Internacionales y 
las Leyes que los protejan. Además, que los juzgadores deben guiarse por 
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el criterio de mayor beneficio y atender a las necesidades de las niñas y 
niños, así como al contexto y a la propia naturaleza del acto criminal sufrido.  

 
g) Por lo que hace al auto de vinculación a proceso señaló que éste se 

ajustó a las disposiciones contenidas en el ordinal 14 de la Carta Magna, al 
satisfacerse las formalidades esenciales del procedimiento; además, que se 
cumplieron los requisitos previstos en el diverso 19 Constitucional y 316 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales.  
 

h) Que fue legal la forma de intervención que se le atribuyó, en su carácter de 
Director de Prestaciones Económicas y Sociales, a título de autor material, 
de conformidad con el numeral 13, fracción II, del Código Penal Federal, ya 
que atendiendo a su calidad de garante, estaba obligado, de acuerdo con 
sus atribuciones, a dar seguimiento a las cuestiones tendentes a avalar que 
el servicio de guardería garantizara el interés individual y colectivo de los 
usuarios de la **********, y en el caso particular, a la eliminación de los 
factores de riesgo que produjeron los resultados del cinco de junio de dos 
mil nueve. 

 
i) Los datos de prueba establecen de manera probable que el justiciable 

intervino en la comisión de los delitos de homicidio y lesiones culposos, en 
la modalidad de comisión por omisión, previstos y sancionados en los 
preceptos 302 y 307, en relación con el 60, así como 288, 289 segunda 
parte, 290, 291, 292 primer y segundo párrafos, y 293, en relación con el 60, 
así como 13, fracción II, 7°, párrafo segundo, fracción I, 8° y 9° párrafo 
segundo, todos del Código Penal Federal, respectivamente, pues acorde 
con el Reglamento del Instituto Mexicano del Seguro Social, en sus artículos 
3°, fracciones I, II, IV, V, VI y X, así como el Manual de Organización de la 
Dirección de Prestaciones Económicas y Sociales, en sus apartados 5°, 
fracciones I y II, 8° y 8.1, el quejoso fue omiso en cumplir con sus funciones. 

 
De ahí que, al ser el encargado de dictar las disposiciones, lineamientos y 
criterios para las instancias y unidades operativas de guarderías, la falta de 
regulación constituye una omisión en el cumplimiento de sus deberes. 
Además, le correspondía la coordinación de las guarderías, por lo que el no 
haber tomado medidas y no girar las instrucciones para la detección de 
problemas también es una omisión que le era atribuible. 
 

j) Que los datos de prueba permitían advertir que probablemente el quejoso, 
desde el inicio de su función y hasta el día del siniestro fue negligente en la 
prestación del servicio de guardería, ya que permitió la discrecionalidad en 
la operación del servicio proporcionado por la **********, lo que derivó en que 
aquélla operara con irregularidades administrativas. 

 
k) Que los hechos no fueron ocasionados por un evento fortuito, sino que, de 

haber cumplido con la normatividad, vigilancia, y emitir los criterios 
correspondientes para verificar el cumplimiento de la prestación del servicio, 
el incendio pudo ser prevenido. 
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l) De los datos de prueba, advirtió que el quejoso fue titular de la Dirección de 
Prestaciones Económicas y Sociales del Instituto Mexicano del Seguro 
Social de febrero de dos mil siete a junio de dos mil nueve, y de conformidad 
con sus atribuciones legales, hasta ese estadio procesal, se tenía que 
probablemente incumplió con la obligación de planear, dirigir y normar las 
acciones y procedimientos relacionados con el otorgamiento del servicio de 
guarderías que garantizaran el bienestar individual y colectivo de la 
población derechohabiente, así como establecer, en coordinación con los 
Órganos Normativos Colegiados de Operación Administrativa 
Desconcentrada y Operativos, los programas para la construcción, 
ampliación, remodelación y equipamiento de las unidades operativas de 
guarderías, prestaciones sociales institucionales y otros servicios a su 
cargo; lo que se traduce en omisiones en el cumplimiento de sus deberes 
en calidad de garante. 

 
m) Que del numeral 7° del Código Penal Federal, se desprendía que en la 

comisión por omisión, el reproche penal no deriva de la realización de una 
acción que ponga en marcha una cadena causal dirigida a la producción de 
los resultados materiales prohibidos por la ley, sino de la inobservancia de 
un deber especifico de actuar, encaminado a impedir esas consecuencias. 
Los ilícitos cometidos en esa modalidad sólo son susceptibles de realizarse 
por aquéllos que en determinadas circunstancias tienen la obligación de 
preservar el bien jurídico (calidad garante); por ende, contrario a lo 
manifestado por el peticionario del amparo, hasta ese punto del proceso, 
existía un vínculo entre la omisión que se le atribuye, consistente en el deber 
que tenía derivado del cargo como Director de Prestaciones Económicas y 
Sociales (calidad de garante derivada de la ley), y que al incumplir 
probablemente con los deberes que le imponía, se produjo el resultado, el 
cual, era previsible y evitable. 

 
n) La actuación de la autoridad responsable se ajustó a derecho al valorar de 

manera libre y lógica los datos de prueba aportados por la representación 
social; además, citó los preceptos legales que estimó aplicables y expuso 
las razones por las cuales, desde su perspectiva, los citados registros de la 
investigación establecían la existencia de los hechos que la ley establece 
como los delitos de homicidio y lesiones culposos, así como la posibilidad 
de que el justiciable hubiese participado en ellos. 

 
ñ) Que el argumento del quejoso relativo a que se vulneró en su perjuicio el 

principio de non bis in idem, al considerar que los hechos por los que se le 
vinculó a proceso ya fueron materia de pronunciamiento por parte de la 
Suprema Corte resultaba infundado, pues la facultad de investigación 
1/2009 del Alto Tribunal que invocó se trataba de un medio de control de 
regularidad constitucional con características propias cuya resolución se 
distingue porque tenía como finalidad determinar si los hechos materia de la 
investigación constituyeron una violación grave de garantías, pero no 
determinar responsabilidades administrativas, civiles o penales de los 
servidores públicos, por lo que no advirtió violación a lo dispuesto en el 
artículo 23 constitucional. 



 
 

AMPARO EN REVISIÓN 648/2024 
 
 

 
 
 

16 
 
 
 
 

 
 

30. Recurso de revisión. La parte quejosa expuso como agravios, en síntesis, 

los siguientes: 

 
a) Planteamientos sobre la prescripción de los delitos. El ordinal 106 de la 

Ley General de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes resulta 
inconstitucional e inaplicable, al exceder los alcances del precepto 73, 
fracción XXIX-P de la Constitución Federal, ya que aun cuando el interés 
superior de la infancia es un principio constitucional, éste no se encuentra 
por encima del diverso de legalidad, como incorrectamente lo hizo valer la 
jueza de Distrito. 
  

b) Resulta incorrecto que la Jueza de Distrito estableciera que los delitos 
cometidos contra niñas, niños y adolescentes son imprescriptibles sin 
excepción alguna, ya que la Suprema Corte ha establecido que esa 
calificativa opera tratándose de crímenes cometidos como parte de un 
ataque generalizado sistemático contra la población civil, es decir, de forma 
dolosa, y en el caso, los ilícitos materia de vinculación son culposos. 

 
c) Que el multicitado artículo 106 adolece de diversas irregularidades, ya que 

la Ley General de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes fue emitida 
por mandato constitucional expreso del artículo 73, fracción XXIX-P de la 
Carta Magna y dicho numeral únicamente autorizó al Congreso Federal a 
expedir leyes que fijaran la competencia entre la Federación, los Estados de 
la República, los municipios y las alcaldías en materia de niños, niñas y 
adolescentes; sin embargo, dicha ley excedió dichos límites y sin 
autorización alguna reguló la materia de prescripción, cuestión que no está 
relacionada con la distribución de competencias, por lo que el precepto 106 
resulta inconstitucional, al exceder los alcances del mandato del 
constituyente y regular una cuestión que sólo le correspondía al Código 
Penal Federal. 

 
d) Indica, que no inadvierte que no reclamó en el juicio de amparo la 

inconstitucionalidad del precepto 106 invocado; sin embargo, señala que se 
debe realizar un control de convencionalidad ex officio, por lo que solicitó se 
remitiera el asunto a la Suprema Corte, a efecto de resolver sobre la 
constitucionalidad del artículo, conforme a lo dispuesto en la contradicción 
de criterios 351/2014 resuelta el veintiocho de septiembre de dos mil 
veintiuno. 

 
e) Además, que la Jueza de Distrito pasó por alto que el artículo 106 de la Ley 

General no es de aplicación directa, sino que implica un mandato a los 
legisladores federales y locales, a efecto de que en el ámbito de sus 
respectivas competencias, determinen cuáles son los delitos contra 
menores que son imprescriptibles, pues estima que la cuestión de la 
imprescriptibilidad debe ser positivizada en los códigos penales y no puede 
quedar a la interpretación de las partes. 
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f) Incluso, refirió que existía la propuesta de reforma al artículo 107 Bis del 

Código Penal Federal para determinar como imprescriptibles los delitos 
previstos en los ordinales 200, 201, 202, 203, 203 Bis, 204, 209 Bis, 261, 
262 y 266, sin que se incluyera los delitos de homicidio y lesiones culposos 
previstos en los diversos 288, 289, 290, 291, 292, 293, 302 y 307 del Código 
Penal Federal; además de que aunque se aprobara no podría ser aplicada 
de forma retroactiva en su contra, máxime que no se contemplan los delitos 
culposos.  

 
g) Reitera que si bien, el interés superior de la infancia es de orden público, 

éste no es absoluto, por lo que, para determinar la imprescriptibilidad de los 
delitos cometidos en su contra, debe existir un catálogo de números 
cerrados o señalar que sólo lo serán los ilícitos de mayor afectación a los 
bienes jurídicos o más graves para la sociedad, como lo son los dolosos y 
calificados. 
 

h) Reconoce que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido 
que los Estados deben prohibir las disposiciones de amnistía, prescripción 
y excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir la investigación y 
sanción de las personas responsables de violaciones muy graves de los 
derechos humanos; sin embargo, indica que sólo opera en supuestos como 
tortura, las ejecuciones sumarias extralegales o arbitrarias y las 
desapariciones forzadas, que se trata de conductas dolosas.  
 

i) Que de acuerdo con las interpretaciones de la Corte Interamericana que ha 
retomado la Suprema Corte en los Amparos Directos en Revisión 4865/2015 
y 257/2018, la inaplicabilidad de las reglas de prescripción se ha justificado 
respecto de graves violaciones a derechos humanos, bajo la idea de que, 
en este tipo de casos suele enfrentarse una instrumentalización del poder 
estatal como medio y recurso para cometer la violación. Por ende, considera 
que ambos Tribunales ya se han pronunciado respecto a que la 
imprescriptibilidad constituye un concepto que debe ser acotado a casos 
específicos que se circunscriben a crímenes que se cometen como parte de 
un ataque generalizado sistemático contra la población civil; delitos que sin 
duda, estima, se comenten de forma dolosa. 

 
j) Que ya existe un estándar compartido respecto de la regla de 

imprescriptibilidad que, con diversos matices y sin ser absoluta, se 
encuentra prevista para casos de graves violaciones a derechos humanos y 
delitos derivados del derecho internacional humanitario, cuyas 
características permiten excluir de su ámbito material de aplicación a los 
casos de delitos que no implican una violación grave y sistemática cometida 
de manera dolosa. 
 

k) Sobre el fondo del auto de vinculación a proceso. Que incorrectamente 
se estableció que el justiciable tenía la calidad de garante y, por ende, autor 
material, con base en disposiciones del Reglamento del Instituto Mexicano 
del Seguro Social, el Manual de Organización de la Dirección de 
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Prestaciones Económicas y Sociales, y el Manual de Protección para la 
Apertura y Ampliación de Guarderías, lo que denota que no se observaron 
los principios de legalidad y exacta aplicación de la ley penal, pues esa 
normatividad no es útil para fundamentar ese atributo. 

 
l) Se inadvirtió que su trabajo era eminentemente normativo, por lo que estaba 

fuera de su alcance la supervisión y control de las instalaciones de la 
guardería, acorde a la estructura jerarquizada por desconcentración del 
Instituto Mexicano del Seguro Social; asimismo, esas funciones no estaban 
dentro de su ámbito de competencia, pues él sólo tenía atribuciones en 
materia de prestaciones económicas. 

 
m) La autoridad responsable no cumplió con los requisitos señalados en los 

artículos 316, 317, fracciones II y III del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, ya que el auto de vinculación a proceso carece de fundamentación 
y motivación. 

 
n) No debió establecerse nexo causal entre la omisión que se le atribuye con 

el resultado típico, ya que no tenía la obligación de emitir disposiciones, 
lineamientos, criterios de observancia general y obligatoria, aprobar 
manuales de regulación de la recopilación, análisis y sistematización de 
información, así como de planear, dirigir y normar acciones y procedimientos 
relacionados con la prestación del servicio de guarderías. Aunado a ello, no 
le correspondía la vigilancia, supervisión y control de la guardería, pues esas 
tareas pertenecían a las áreas operativas. 

 
ñ) Los hechos no eran previsibles porque en ningún momento se le hizo de su 

conocimiento que existieran irregularidades en la **********. Se soslayó que 
la normatividad aplicable debió ser atendida y supervisada por distintas 
autoridades como la Secretaría de Salud, Secretaría de Trabajo y Previsión 
Social, Secretaría de Energía y Secretaría de Gobernación. 

 
o) El interés superior de la infancia no debe interpretarse de tal modo que se 

tengan por acreditados de manera automática los elementos de los tipos 
penales de homicidio y lesiones. 

 
 

31. Recurso de revisión adhesiva. Las víctimas terceras interesadas, 

esencialmente, señalaron lo siguiente:  

 
a) Sobre los planteamientos de imprescriptibilidad. Indicaron que la jueza 

de Distrito en forma acertada expuso que no operaban las reglas 
establecidas en los artículos 100 a 115 del Código Penal Federal, sino que 
era aplicable lo dispuesto en el último párrafo del numeral 106 de la Ley 
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, con lo que se 
atendió el interés superior de los infantes víctimas del incendio, en términos 
de los preceptos 1 y 4 constitucionales. 
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b) Por cuanto al fondo del auto de vinculación a proceso. La jueza de 
Distrito examinó de manera debida el acto reclamado, pues verificó que sí 
se cumplió con lo establecido por los artículos 14, 16, 17 y 20, apartado B, 
constitucionales y concluyó que se encontraba debidamente fundado y 
motivado. Asimismo, verificó que se acreditaran los requisitos previstos en 
el numeral 19 de la Constitución Federal y 316 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales para vincular a proceso al quejoso. 

 
 

VI. ESTUDIO DE FONDO 

 
32. Conforme a los antecedentes procesales de este asunto, específicamente lo 

relativo a los motivos de atracción por parte de este Alto Tribunal, el presente 

estudio no se ocupará de los reclamos que hace valer el quejoso sobre 

aspectos relacionados con los requisitos para el dictado del auto de 

vinculación a proceso, sino que únicamente se analizará si los hechos 

delictivos que se le reprochan penalmente son susceptibles de 

prescribir o no. 

 
33. En relación con ese único tema de interés para esta Suprema Corte, el 

quejoso y recurrente principal argumenta, esencialmente, que la persecución 

penal fijada en el auto de vinculación a proceso ha prescrito, así como que 

el artículo 106, último párrafo, de la Ley General de los Derechos de los 

Niños, Niñas y Adolescentes no es aplicable al caso concreto. 

 
34. Indica que los únicos delitos contra la niñez que tienen una regla especial de 

prescripción son los previstos en el artículo 107 bis13 del Código Penal 

 
13 El referido artículo previo a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el dieciocho de 
octubre de dos mil veintitrés disponía: 
Artículo 107 bis. El término de prescripción de los delitos previstos en el Título Octavo del Libro Segundo 
de este Código cometidos en contra de una víctima menor de edad, comenzará a correr a partir de que 
ésta cumpla la mayoría de edad. 
En el caso de aquellas personas que no tengan la capacidad de comprender el significado del hecho o de 
personas que no tienen capacidad para resistirlo, correrá a partir del momento en que exista evidencia de 
la comisión de esos delitos ante el Ministerio Público. 
En los casos de los delitos contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual, así como los previstos en 
la Ley para prevenir y sancionar la Trata de Personas, que hubiesen sido cometidos en contra de una 
persona menor de dieciocho años de edad, se observarán las reglas para la prescripción de la acción penal 
contenidas en este capítulo, pero el inicio del cómputo de los plazos comenzará a partir del día en que la 
víctima cumpla la mayoría de edad. 
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Federal y entre ellos no se encuentran el homicidio y lesiones culposos, por 

lo que en el caso concreto debe estarse a las reglas generales de la 

prescripción contempladas en los diversos 110 a 115 del referido 

ordenamiento. 

 
35. Señala que el interés superior de la infancia no es absoluto y no se encuentra 

sobre el principio de legalidad, por lo que, respecto a la imprescriptibilidad 

de los delitos, debe existir un catálogo numerus clausus o precisarse cuáles 

son los delitos que representan mayor afectación a los bienes jurídicos o 

más graves para la sociedad, como son los dolosos y calificados. 

 
36. Aduce que la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante 

Corte IDH) y este Alto Tribunal han sido coincidentes en determinar la 

inaplicabilidad de las reglas de prescripción respecto de graves violaciones 

a derechos humanos cuando éstas se cometen en forma dolosa pero no de 

manera culposa. Además, precisa que los delitos culposos no pueden ser 

imprescriptibles, con independencia de si el sujeto pasivo es un niño, niña o 

adolescente, pues la excepcionalidad de la prescripción no está sustentada 

en la minoría de edad, sino en el tipo de actos de especial gravedad. 

 
37. En concordancia con los pronunciamientos hechos previamente y frente a 

los argumentos contenidos en el recurso de revisión principal, la interrogante 

fundamental que plantea el presente asunto es la siguiente: 

 
¿Es imprescriptible la acción penal ejercida en contra del 

quejoso respecto de los delitos de homicidio y lesiones 

culposos, en la modalidad de comisión por omisión, en 

perjuicio de niñas y niños, en el contexto del caso conocido 

como “**********”?  

 
38. La respuesta a tal interrogante es en sentido afirmativo, esto es así porque 

existen múltiples razones jurídicas por las cuales las conductas ilícitas 
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asociadas al evento referido son de carácter imprescriptible, éstas son: de 

naturaleza convencional, otras están asociadas a funciones históricas de 

esta Suprema Corte, así como por la aplicabilidad para este caso concreto 

de la regla especial contemplada en el sistema normativo mexicano.  

 
39. A fin de justificar lo anterior, se desarrollará el estudio de este tópico y de sus 

agravios, conforme a la estructura metodológica consistente en revisar: A. 

La naturaleza imprescriptible de las graves violaciones a derechos humanos 

y B. La aplicabilidad, para este caso concreto, de la regla de 

imprescriptibilidad prevista en el último párrafo del artículo 106 de la Ley 

General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.  

 
A. La naturaleza imprescriptible de violaciones graves a derechos 

humanos 

 
A.1. La prescripción de la pretensión punitiva del Estado 

 
40. La prescripción es la institución jurídica que actualiza la adquisición o la 

pérdida de un derecho o una acción por el simple transcurso del tiempo en 

las condiciones previstas por la ley. En materia penal, la prescripción de la 

acción penal extingue la pretensión punitiva del Estado y se trata de la 

consecuencia jurídica generada por la inactividad de la representación social 

para investigar los hechos denunciados y perseguir a las personas 

presuntamente responsables de su comisión durante el plazo que la ley 

señala para tal efecto.14 

 
41. A pesar de que en principio, las consecuencias jurídicas de la prescripción 

parecerían beneficiar a la persona imputada, al brindarle certeza de que el 

Estado perdió su facultad para sancionarla y perjudicar a la víctima u 

 
14 Contradicción de tesis 476/2012, resuelta en sesión de dieciséis de enero de dos mil trece, por mayoría 
de cuatro votos de los Señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente y Ponente Jorge Mario Pardo Rebolledo, en contra 
del emitido por el Ministro José Ramón Cossío Díaz, quien manifestó que se reserva el derecho a formular 
voto particular. 



 
 

AMPARO EN REVISIÓN 648/2024 
 
 

 
 
 

22 
 
 
 
 

ofendido, al afectar sus derechos a conocer la verdad de lo sucedido, a que 

se sancione al responsable y a ser reparada por la comisión del delito, en 

realidad es que la naturaleza de esta figura jurídica es de la constituirse 

como una sanción para la autoridad ministerial por su inactividad o deficiente 

actividad.15 

 
42. La extinta Primera Sala, al resolver amparo directo en revisión 

2597/2015,16 hizo hincapié en que el fundamento de la institución jurídica de 

la prescripción, radica no sólo en la autolimitación del Estado para ejercer su 

poder represivo, sino también en la seguridad que todas las personas deben 

tener ante el propio Estado; pues es inadmisible que una persona gobernada 

permanezca indefinidamente en la incertidumbre de ser objeto de un 

proceso penal, hasta que lo estime procedente la autoridad encargada de la 

investigación y persecución de los delitos. 

 
43. De ahí que, si dicha facultad no se ejerce en el tiempo legalmente 

determinado, ello implica la pérdida para el Estado de su ius puniendi a 

consecuencia de la ineficacia de su acción persecutora; lo que se traduce en 

la extinción de la responsabilidad penal del inculpado derivada de la 

comisión del delito y de la correspondiente pena impuesta, en su caso. 

 
44. Asimismo, la doctrina de este Alto Tribunal17 ha establecido que la figura de 

la prescripción traducida en la determinación de un plazo establecido en la 

ley para tener por extinguida la acción punitiva del Estado, por regla general, 

no conlleva una transgresión al derecho humano de acceso efectivo a la 

justicia de las víctimas, pues se reitera, el establecimiento de los plazos que 

en su caso imponen las personas legisladoras en las leyes penales 

 
15 Contradicción de tesis 104/2007, resuelta en sesión de veintiocho de mayo de dos mil ocho, por mayoría 
de cuatro votos de los Ministros José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza, Sergio A. Valls 
Hernández y la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas (Ponente). 
16 Resuelto en sesión de veintiuno de octubre de dos mil quince, por unanimidad de cuatro votos de los 
señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo (Ponente), Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, quien se reserva el derecho de formular voto concurrente y Presidente Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Estuvo ausente el Ministro José Ramón Cossío Díaz. 
17 Amparo directo en revisión 2597/2015, supra. 



 
 

AMPARO EN REVISIÓN 648/2024 
 
 

 
 
 

23 
 
 
 
 

secundarias, tiene como fin último que no quede expedita indefinidamente 

la acción persecutoria del Estado, lo que encuentra su justificación en el 

derecho a la certeza jurídica del que deben gozar todas las personas 

gobernadas. 

 
45. Así, se ha reconocido que la persona legisladora cuenta con facultades para 

designar cuáles serán las formalidades que rijan el procedimiento, así como 

los plazos y términos para la procedencia de una acción, lo cual tiene 

aplicación en relación con el ejercicio de la acción penal y encuentra su 

justificación en la necesidad de que en los procedimientos legales exista 

equilibrio en el ejercicio de los distintos derechos de las partes. 

 
46. Conforme a estas líneas generales, la razón esencial asociada a la 

existencia de la prescripción es que constituye una limitante del poder 

punitivo del Estado, que obedece a generar un estado de seguridad jurídica 

para las partes del proceso judicial; sin embargo, no se trata de una regla 

absoluta, de tal manera que, para diversos casos, situaciones o 

determinadas circunstancias concomitantes a la naturaleza del hecho, 

también puede constitucional y convencionalmente determinarse la 

imprescriptibilidad de la acción penal. 

 
47. En estas excepciones, las características del evento, la magnitud del daño 

causado, y la necesidad de garantizar su reparación, entre otras razones, 

prevalecen sobre la regla general de sancionar por su inactividad a la 

autoridad ministerial, por lo que se maximiza el umbral de búsqueda de la 

verdad y justicia de las víctimas. 

 
A.2 Mandato internacional de que las graves violaciones a derechos 

humanos son imprescriptibles 

 
48. La imprescriptibilidad de los crímenes se trata de una figura jurídica que se 

ha construido en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, en el 
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Derecho Internacional Humanitario y el Derecho Penal Internacional, así 

como en la jurisprudencia de la Corte IDH.18 

 
49. Sobre el tema, tenemos los siguientes Tratados Internacionales de orden 

vinculante para el Estado Mexicano: 

 

50. El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional19 reconoce en su 

artículo 2920 la imprescriptibilidad de los crímenes conforme al derecho 

internacional. El mismo instrumento normativo señala, en su artículo 5,21 que 

la Corte conocerá de los crímenes más graves de transcendencia para la 

comunidad internacional en su conjunto, siendo estos el genocidio, crímenes 

de lesa humanidad, crímenes de guerra y el crimen de agresión. 

 

51. Por su parte, la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes 

de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad adoptada por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas22 enmarca como 

imprescriptibles los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad. 

En el preámbulo, se precisa que la represión de este tipo de delitos es un 

elemento importante para prevenir y proteger los derechos humanos y 

libertades fundamentales, y puede fomentar la confianza, estimular la 

cooperación entre los pueblos y contribuir a la paz y seguridad. 

 

 
18 Tal como se precisó en el Amparo en Revisión 422/2025 resuelto en sesión de ocho de abril de dos mil 
veintiséis por mayoría de seis votos de los señores Ministros Sara Irene Herrerías Guerra, Irving Espinoza 
Betanzo, Loretta Ortiz Ahlf con consideraciones adicionales, Giovanni Azael Figeroa Mejía (ponente), 
Arístides Rodrigo Guerrero García con consideraciones diversas y apartándose de los párrafos 36, 37, 61, 
62 y 64, y Hugo Aguilar Ortiz (presidente), respecto del artículo 114, fracción III, en su porción normativa 
“237 Bis”, del Código Penal para el Estado de Colima. Las señoras Ministras María Estela Ríos González, 
Yasmín Esquicel Mossa y Lenia Batres Guadarrama votaron en contra. El Ministro Presidente Aguilar Ortiz 
anunció voto concurrente y el Ministro Guerro García se reservó su derecho de formular voto concurrente. 
19 El Estatuto de Roma fue ratificado por el Estado mexicano el 28 de octubre de 2005 y entró en vigor el 1 
de enero de 2006. 
20 Artículo 29. Imprescriptibilidad. Los crímenes de la competencia de la Corte no prescribirán. 
21 Idem. Artículo 5. Crímenes de la competencia de la Corte. 1. La competencia de la Corte se limitará a 
los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto. La Corte tendrá 
competencia, de conformidad con el presente Estatuto, respecto de los siguientes crímenes: a) El crimen 
de genocidio; b) Los crímenes de lesa humanidad; c) Los crímenes de guerra; d) El crimen de agresión. 
[…] 
22 Asamblea General en su resolución 2391 (XXIII), Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes 
de guerra y de los crímenes de lesa humanidad.  
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52. En términos de dicho instrumento, los Estados parte como México23 se 

comprometieron a adoptar, con arreglo a sus respectivos procedimientos 

constitucionales, las medidas legislativas o de otra índole que sean 

necesarias para que la prescripción de la acción penal o de la pena, 

establecida por ley o de otro modo, no se aplique a los delitos conforme al 

derecho internacional y para que, en caso de que exista, sea abolida. 

 
53. Como se ve, existe un mandato derivado del Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos, en el que se construye la noción esencial de que 

existen cierto tipo de crímenes que, por su gravedad y trascendencia social, 

ameritan reglas especiales. Dentro de esa línea vigente para nuestro 

ordenamiento jurídico, existe un consenso sobre la necesidad de 

remover obstáculos para la persecución de esos actos que no solo 

lesionaron bienes jurídicos en particular, sino que también, constituyen 

afrentas sociales severas que trascienden de forma extraordinaria a la 

propia vigencia del Estado Constitucional de Derecho. 

 
54. La lógica sobre la cual se construye esta regla especial del Derecho 

Internacional es a partir de la identificación de eventos de una magnitud 

inconmensurable, que rebasan la línea ordinaria de criminalidad para 

colocarse en un umbral que revela la existencia de graves violaciones a 

derechos humanos. Estas previsiones se vinculan en que el origen y la 

vigencia de tal mandato, se encuentra asociado a sucesos de alta 

repercusión histórica y social, de tal manera que la excepcionalidad está 

íntimamente relacionada con la propia naturaleza trascendental y grave del 

crimen en cuestión.     

 
55. De la mano de lo anterior, en las siguientes disposiciones de naturaleza no 

obligatoria (soft law), se ha desarrollado con claridad el mandato de que las 

violaciones graves a derechos humanos son imprescriptibles. Esta 

 
23 México ratificó dicho tratado internacional, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de 
abril de 2002 y entró en vigor el 13 de junio de 2002. 
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documentación jurídica con la que se da cuenta es vital para la comprensión 

integral del fenómeno frente al cual nos encontramos, así como para conocer 

los detalles de esta perspectiva especial de persecución y sanción penal. 

 

56. El Conjunto de principios para la protección y la promoción de los 

derechos humanos mediante la lucha contra la Impunidad24 no 

constituye formalmente un tratado internacional, sino un ordenamiento 

emitido por la extinta Comisión de Derechos Humanos –organismo 

reemplazado por el Consejo de Derechos Humanos de la Organización de 

las Naciones Unidas–; sin embargo, ello no impide que su contenido se 

emplee como un criterio orientador en sentido amplio, al tratarse de una 

doctrina especializada desarrollada por un organismo internacional de 

derechos humanos.25 

 

57. Como se estableció en su preámbulo, su finalidad es adoptar medidas en 

sede nacional e internacional para que, en interés de las víctimas de 

violaciones graves de los derechos humanos y en lucha contra la impunidad, 

se garanticen los derechos a la verdad, justicia y a obtener una debida 

reparación.26 En otras palabras, uno de los objetivos del Conjunto de 

Principios radica en que las violaciones graves a derechos humanos no 

queden impunes.27 

 

 
24 Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas. E/CN.4/Sub.2/1997/20/Rev.1. 2 de octubre de 
1997. 
25 Así lo afirmó la extinta Primera Sala de esta Suprema Corte, al resolver el Amparo Directo en Revisión 
4865/2015, en sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete, por mayoría de cuatro votos de la y 
los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández (Presidenta). En contra del emitido por el Ministro 
José Ramón Cossío Díaz, quien se reservó el derecho a formular voto particular.  
26 Preámbulo del Conjunto de Principios para la Protección y la Promoción de los Derechos mediante la 
Lucha contra la Impunidad, foja 2. 
27 Principio 1. La impunidad constituye una infracción de las obligaciones que tienen los Estados de 
investigar las violaciones, adoptar medidas apropiadas respecto de sus autores, especialmente en la esfera 
de la justicia, para que las personas sospechosas de responsabilidad penal sean procesadas, juzgadas y 
condenadas a penas apropiadas, de garantizar a las víctimas recursos eficaces y la reparación de los 
perjuicios sufridos de garantizar el derecho inalienable a conocer la verdad y de tomar todas las medidas 
necesarias para evitar la repetición de dichas violaciones. 
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58. Luego, dicho Conjunto de principios fue actualizado28 y adicionalmente, 

se especificó que la prescripción no se aplicará a los delitos graves conforme 

al derecho internacional que sean por su naturaleza imprescriptible;29 

además, se reconoce que en aras del deber de recordar que incumbe al 

Estado, éste deberá preservar los archivos y otras pruebas relativas a las 

violaciones de derechos humanos para facilitar el conocimiento de aquellas, 

a fin de preservar del olvido la memoria colectiva,30 y se establece que las 

víctimas y sus familias tienen el derecho imprescriptible a conocer la verdad 

acerca de las circunstancias en que se cometieron las violaciones.31 

 

59. En consonancia, los Principios y directrices básicos sobre el derecho de 

las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales 

de derechos humanos y de Violaciones graves del derecho 

internacional humanitario a interponer recursos y obtener 

reparaciones,32 disponen lo siguiente en relación con la prescripción y las 

víctimas: 

 
“6. Cuando así se disponga en un tratado aplicable o forme parte de 
otras obligaciones jurídicas internacionales, no prescribirán las 
violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos 
humanos ni las violaciones graves del derecho internacional 
humanitario que constituyan crímenes en virtud del derecho 
internacional.” 
 
“8. A los efectos del presente documento, se entenderá víctima toda 
persona que haya sufrido daños, individual o colectivamente, 
incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, 
pérdidas económicas o menoscabo sustancial de sus derechos 
fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que 
constituyan una violación manifiesta de las normas internacionales 
de derechos humanos o una violación grave del derecho 
internacional humanitario. (…).” 

 
28Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas. E/CN.4/2005/102/Add.1. 8 de febrero de 2005 
29 Véase Principio 23. Restricciones a la Prescripción. 
30 Principio 3. El deber de Recordar. 
31 Principio 4. El derecho de las víctimas a saber. 
32 Asamblea General de las Naciones Unidas. A/RES/60/147. 16 de diciembre de 2005. 
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60. Dentro de la categoría de “violaciones manifiestas de las normas 

internacionales de derechos humanos” la Declaración y Programa de 

Acción de Viena, aprobada por la Conferencia Mundial de Derechos 

Humanos33 incluyó a los siguientes crímenes: 

“30. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos manifiesta 
asimismo su consternación y su condena porque en distintas 
regiones del mundo se siguen cometiendo violaciones manifiestas y 
sistemáticas de los derechos humanos y se siguen produciendo 
situaciones que obstaculizan seriamente el pleno disfrute de todos 
los derechos humanos. Esas violaciones y obstáculos, además de 
la tortura y los tratos o penas crueles, inhumanos y degradantes, 
incluyen las ejecuciones sumarias y arbitrarias, las desapariciones, 
las detenciones arbitrarias, el racismo en todas sus formas, la 
discriminación racial y el apartheid, la ocupación y dominación 
extranjeras, la xenofobia, la pobreza, el hambre y otras 
denegaciones de los derechos económicos, sociales y culturales, la 
intolerancia religiosa, el terrorismo, la discriminación contra la mujer 
y el atropello de las normas jurídicas.” 

 

61. En la misma línea, destaca otro instrumento internacional que, pese a 

tampoco constituir un tratado internacional, abona al entendimiento de la 

comunidad internacional sobre el tema: Los principios de Princeton sobre 

la Jurisdicción Universal, aprobados por la Asamblea General de las 

Naciones Unidas.34 Según este catálogo de principios, los delitos graves 

conforme al derecho internacional son imprescriptibles,35 alcanzando dicho 

calificativo los siguientes: piratería, esclavitud, crímenes de guerra, crímenes 

contra la paz, crímenes de lesa humanidad, genocidio, y tortura.36 

 
62. Esta breve reseña nos permite advertir la necesidad de que se disponga 

de herramientas y acciones para perseguir y sancionar conductas que 

 
33 Aprobado en la Conferencia Mundial de Derechos Humanos en Viena en 1993 por 173 Estados, 
incluyendo México. 
34 Aprobados por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante resolución A/56/677 de 4 de 
diciembre de 2001. 
35 Principio 6 - Prescripción. Los delitos graves de derecho internacional que se enumeran en el párrafo 1 
del Principio 2 son imprescriptibles. 
36 Principio 2 - Delitos graves de derecho internacional 1. A los fines de los presentes Principios, los delitos 
graves de derecho internacional comprenderán: 1) la piratería; 2) la esclavitud; 3) los crímenes de guerra; 
4) los crímenes contra la paz; 5) los crímenes de lesa humanidad; 6) el genocidio; y 7) la tortura. […]. 
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han vulnerado de una manera especialmente atroz los derechos 

humanos, así como afectado de manera preponderante la estabilidad y 

orden público. 

 
63. En la revisión de estos elementos, conviene preguntarnos ¿cuál es la nota 

común de la pluralidad de delitos sobre los que el derecho internacional de 

los derechos humanos mandata (y orienta) sobre la necesidad de remover 

obstáculos para su persecución y sanción?, y para esta Suprema Corte la 

respuesta a tal interrogante es en el sentido de que lo que une a esas figuras 

es la grave repercusión con trascendencia social no sólo en ciertos y 

determinados bienes jurídicos (desde la perspectiva penal tradicional), 

sino también en una multiplicidad de derechos humanos, lo que incluso 

puede involucrar la participación del poder público, al ser los actos cometidos 

u omitidos por agentes estatales o con la aquiescencia, tolerancia, o apoyo 

del Estado, esto es, tanto en sus vertientes dolosas como culposas, pues lo 

relevante son las consecuencias gravosas que tienen tales acciones u 

omisiones para los derechos humanos de las personas. 

 
64. En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, en interpretación 

directa de los artículos 1.1,37 2,38 8,39 25,40 y otros de la Convención 

 
37 Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos  
1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, 
sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de 
cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social. 
38 Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno Si el ejercicio de los derechos y libertades 
mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, 
los Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 
disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para 
hacer efectivos tales derechos y libertades. 
39 Artículo 8. Garantías Judiciales 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido 
con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para 
la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 
40 Artículo 25. Protección Judicial 1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier 
otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal 
violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 2. Los Estados 
Partes se comprometen: a) A garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del 
Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; b) A desarrollar las 
posibilidades de recurso judicial, y c) A garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de 
toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso. 
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Americana, la Corte de la región ha sostenido importantes criterios en la 

misma línea de lo que hasta ahora ha sido subrayado. Destacando, por 

supuesto, que las consideraciones de las sentencias en las que se han 

proyectado tales pronunciamientos son de orden orientador para los órganos 

jurisdiccionales mexicanos, tal y como lo sostuvo esta Suprema Corte en la 

tesis asilada P.LXVI/2011 (9a.)41 de rubro: “CRITERIOS EMITIDOS POR LA 

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS CUANDO EL 

ESTADO MEXICANO NO FUE PARTE. SON ORIENTADORES PARA LOS 

JUECES MEXICANOS SIEMPRE QUE SEAN MÁS FAVORABLES A LA 

PERSONA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN 

FEDERAL”. 

 
65. Al respecto, destaca la sentencia dictada en el caso Barrios Altos vs. Perú 

en donde sostuvo que, en casos de graves violaciones a derechos 

humanos,42 los Estados deben abstenerse de recurrir a figuras como la 

prescripción, con el objeto de cumplir con sus obligaciones de investigar y 

sancionar este tipo de acciones.43 

 
66. En esa oportunidad, la Corte IDH sostuvo que son inadmisibles las 

disposiciones de amnistía, de prescripción y el establecimiento de 

excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir la investigación y 

sanción de los responsables de las violaciones graves de los derechos 

humanos tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o 

arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por 

 
41 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1, 
página 550, con número de registro digital 160584. 
42 Conforme a los casos que se citan en este apartado, para el Tribunal Interamericano constituyen graves 
violaciones a derechos humanos aquellas conductas que implican afectaciones particularmente intensas a 
derechos inderogables, como el derecho la vida, a la salud, a la integridad o a la libertad personal, que 
pueden ocurrir de manera sistemática o generalizada, o encuadran en categorías de crímenes 
internacionales reconocidos por el Derecho Internacional, lo que activa obligaciones reforzadas de 
investigación y excluye la aplicación de figuras que conduzcan a la impunidad.  Además, las víctimas suelen 
encontrarse en situación de vulnerabilidad e involucran la participación del poder público, al ser los actos 
cometidos u omitidos por agentes estatales o con la aquiescencia, tolerancia, o apoyo del Estado. 
43 Corte IDH. Caso Barrios Altos Vs. Perú. Interpretación de la Sentencia de Fondo. Sentencia de 3 de 
septiembre de 2001. Serie C No. 83, párr. 41  
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contravenir derechos inderogables reconocidos por el Derecho Internacional 

de los Derechos Humanos.44 

 

67. De igual forma, se precisó que como consecuencia de la manifiesta 

incompatibilidad entre las leyes de autoamnistía y la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, las referidas leyes carecían de efectos jurídicos 

ya que impedían la identificación de los individuos responsables de 

violaciones a derechos humanos; además, obstaculizaban la 

investigación y el acceso a la justicia e impedían a las víctimas y a sus 

familiares conocer la verdad y recibir la reparación correspondiente.  

 

68. Por otro lado, la Corte IDH clarificó su criterio en esta materia al resolver el 

caso Albán Cornejo vs. Ecuador45 en el que señaló de manera puntual que 

la prescripción en materia penal determina la extinción de la pretensión 

punitiva por el transcurso del tiempo y se trata de una garantía que debe ser 

observada debidamente por la persona juzgadora; sin embargo, indicó que 

dicha figura resultaba inadmisible e inaplicable cuando se trata de muy 

graves violaciones a los derechos humanos en los términos del Derecho 

Internacional. 

 
69. Asimismo, en el caso Almonacid Arellano vs Chile,46 la Corte de la región 

resolvió que los crímenes de lesa humanidad, además de no ser 

susceptibles de amnistía, son imprescriptibles, pues el daño que resulta de 

su comisión va más allá de lo tolerable por la comunidad internacional y 

 
44 Como se precisó en el Amparo en Revisión 257/2018 resuelto por la extinta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, si bien la Convención Americana de Derechos Humanos no contempla una 
obligación expresa de investigar y sancionar las violaciones de derechos humanos cometidas en los 
Estados, la Corte IDH ha entendido, desde la solución de su primer caso contencioso, que la obligación de 
garantía consagrada en el artículo 1.1 de ese instrumento internacional tiene como consecuencia una 
“obligación de prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la 
Convención”. Al respecto, ver Corte IDH. Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. 
Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 166 y 167. 
45 Corte IDH. Caso Albán Cornejo y otros Vs. Ecuador. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de 
noviembre de 2007. Serie C No. 171, párrafo 111. 
46 Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile. (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas). Sentencia de 26 de septiembre de 2006. párr. 152. 
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ofenden a toda la humanidad, por lo que los Estados tienen la obligación de 

investigar, juzgar y sancionar este tipo de delitos.  

 

70. Además, al resolver el diverso caso Gelman vs Uruguay,47 el tribunal 

interamericano estableció que ciertas disposiciones que impedían la 

investigación y sanción de graves violaciones de derechos humanos 

carecían de efectos jurídicos y, en consecuencia, no podían seguir 

representado un obstáculo para la investigación de los hechos que dieron 

origen a la desaparición de diversas personas, la identificación y castigo de 

los responsables. 

 

71. Estimó también, que el Estado debía adoptar todas las medidas para dejar 

sin efecto las disposiciones legales que impidieran la investigación de 

graves violaciones a derechos humanos, ya que conducen a la 

indefensión de las víctimas y a la perpetuación de la impunidad, además de 

que impiden que las víctimas y a sus familiares conozcan la verdad de los 

hechos.  

 

72. Finalmente, el Tribunal Interamericano recientemente resolvió el caso 

Ramos Durand y otros vs Perú48 en el que condenó la implementación de 

una política estatal de esterilización forzada como una práctica contraria al 

derecho a la vida, a la integridad personal y a la salud. 

 

73. En dicho asunto, enfatizó la importancia de verificar el contexto fáctico en 

que ocurren las graves violaciones a derechos humanos, y una vez que 

estableció la responsabilidad internacional del Estado por la violación de la 

Convención Americana y la Convención de Belém do Para, y ante la 

calificación de violaciones graves de derechos humanos, determinó 

que no podrían aplicarse disposiciones de amnistía, prescripción o 

 
47 Corte IDH. Caso Gelman vs Uruguay. Fondo y reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011. Párr. 
225. 
48 Corte IDH. Caso Ramos Durand y otros vs. Perú. (Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas). 

Sentencia de 25 de noviembre de 2025. 
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excluyentes de responsabilidad que pretendieran impedir la 

investigación y sanción de los responsables; ello, sin que se pronunciara 

sobre si dicha política configuró un crimen de lesa humanidad o no.49 

 

74. En este sentido, la Corte Interamericana ha sostenido que la inaplicabilidad 

de la regla de prescripción se justifica respecto de graves violaciones a 

derechos humanos, bajo la idea de que resulta necesario “mantener 

vigente en el tiempo el poder punitivo del Estado sobre conductas cuya 

gravedad hace necesaria su represión para evitar que vuelvan a ser 

cometidas”.50 Adicionalmente, el referido Tribunal ha destacado que, en este 

tipo de casos, las víctimas suelen enfrentarse una “instrumentalización del 

poder estatal como medio y recurso para cometer la violación”.51 

 

75. En otro contexto, también es importante destacar la Observación General 31 

del Comité de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones 

Unidas,52 emitida para la interpretación del artículo 2.3 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en la que sostuvo lo siguiente: 

 
18. Cuando las investigaciones a que se hace referencia en el párrafo 15 
revelan la violación de ciertos derechos reconocidos en el Pacto, los 
Estados Parte deben asegurarse de que los culpables comparezcan ante 
la justicia. Como sucede cuando no se abre una investigación, el hecho de 
que no se haga comparecer ante la justicia a los autores de violaciones 
puede ser de por sí una vulneración del Pacto. Estas obligaciones existen 
concretamente en relación con las infracciones reconocidas como delitos 
en el derecho internacional o en la legislación nacional, entre ellos la 
tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes (art. 7), las 
privaciones de vida sumarias y arbitrarias (art. 6) y las desapariciones 
forzosas (arts. 7 y 9 y, frecuentemente, art. 6). Es más, el problema de la 
impunidad respecto de estas violaciones, cuestión de permanente 
preocupación del Comité, puede ser un elemento importante que 
contribuye a la repetición de las infracciones. (…). 
 

 
49 Corte IDH. Caso Ramos Durand y otros vs. Perú. (Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas). 

Sentencia de 25 de noviembre de 2025. Párrs. 170, 171 y 225. 
50 Corte IDH. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Sentencia de 1 de septiembre de 2010. 
Párr. 207. 
51 Corte IDH. Caso Perozo y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 28 de enero de 2009. Serie C No. 195, párr. 149. 
52 Comité de Derechos Humanos, Observación General 31, “La índole de la obligación jurídica general 
impuesta a los Estados Partes en el Pacto”, adoptada durante el 80º período de sesiones (2004). 
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Por lo tanto, en los casos en que algún funcionario público o agente estatal 
haya cometido violaciones de los derechos reconocidos en el Pacto a los 
que se hace referencia en este párrafo, los Estados Parte de que se trate 
no podrán eximir a los autores de su responsabilidad jurídica personal, 
como ha ocurrido con ciertas amnistías (véase la Observación general No. 
20 (44) y anteriores inmunidades. Además, ningún cargo oficial justifica 
que se exima de responsabilidad jurídica a las personas a las que se 
atribuya la autoría de estas violaciones. También deben eliminarse otros 
impedimentos al establecimiento de la responsabilidad penal, entre ellos 
la defensa basada en la obediencia a órdenes superiores o los plazos de 
prescripción excesivamente breves, en los casos en que sean aplicables 
tales prescripciones. Los Estados Parte deben también prestarse 
asistencia recíproca para hacer comparecer ante la justicia a los 
sospechosos de haber cometido actos que violen las disposiciones del 
Pacto y que sean sancionables con arreglo a la legislación nacional o el 
derecho internacional.” 

 

76. Además, debe destacarse que la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos ha reconocido que la ampliación de los plazos de prescripción de 

los delitos cometidos contra niñas, niños y adolescentes, así como la 

imprescriptibilidad de aquellos más graves, constituye una medida para 

garantizar su derecho de acceso a una justicia efectiva y a una reparación 

integral.53 Y este pronunciamiento es de vital importancia porque nos permite 

enlazar diversas consideraciones que han sido narradas en esta ejecutoria, 

esto es, que existe un mandato internacional de remoción de obstáculos 

para la efectiva persecución, esclarecimiento y sanción de eventos que 

constituyen graves violaciones a derechos humanos; que en el sistema 

internacional como en el interamericano se ha subrayado la necesidad 

jurídica de postular la imprescriptibilidad de tales eventos y; el punto crucial, 

que ese criterio debe prevalecer con más fuerza si las víctimas del caso 

son niñas, niños o adolescentes, por la protección reforzada que 

ameritan sus derechos. 

 
77. Ahora bien, haciendo eco de este mandato internacional de 

imprescriptibilidad en caso de violaciones graves a derechos humanos, esta 

Suprema Corte ya ha emitido diversos pronunciamientos en los que ha 

 
53 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Garantía de derechos Niñas, Niños y Adolescentes, 

párr. 129 y 130.  
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reconocido que determinados delitos son de naturaleza 

imprescriptible. 

 
78. En efecto, la extinta Primera Sala de este Alto Tribunal al resolver el amparo 

en revisión 257/2018,54 determinó que, a pesar de que la prescripción en 

materia penal es una garantía que debe ser observada para toda persona 

imputada de un delito, en aras de no permitir que violaciones graves a los 

derechos humanos gocen de condiciones de impunidad, dicha figura 

resultaba inadmisible e inaplicable respecto de la acción penal por el delito 

de tortura, con independencia del momento en que se alegue se haya 

cometido el delito.  

 
79. Asimismo, precisó que las reglas generales de prescripción no son 

aplicables para la denuncia por el delito de tortura por constituir una violación 

directa de la dignidad humana. Lo anterior, con base en la jurisprudencia de 

la Corte IDH, la cual ha defendido la imprescriptibilidad de la acción penal 

ante violaciones graves a los derechos humanos. Debe destacarse que, 

en dicho precedente, la violación grave relativa a la tortura sufrida por la 

víctima no se suscitó dentro de un contexto de violaciones sistemáticas o 

generalizadas contra una población civil, como sucede en los crímenes de 

lesa humanidad, sino que fue aislada. 

 
80. Por otro lado, la entonces Primera Sala de esta Suprema Corte en el amparo 

directo 16/202455 determinó la imprescriptibilidad de los delitos sexuales 

cometidos en contra de niñas, niños y adolescentes, pues en atención a la 

gravedad de estos ilícitos y los obstáculos para el acceso a la justicia, la 

 
54 Resuelto el tres de octubre de dos mil dieciocho, por mayoría de cuatro votos de los señores Ministros: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien se reserva su derecho a formular voto concurrente, José Ramón 
Cossío Díaz (Ponente), Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidenta Norma Lucía Piña Hernández, quien 
indicó que está con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones, en contra del emitido por el 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
55 Resuelto por la extinta Primera Sala de este Tribunal Constitucional el veintiséis de febrero de dos mil 
veinticinco, por mayoría de tres votos de las Ministras y el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se 
reservó a formular un voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat (Ponente) y Presidenta Loretta Ortiz Ahlf. 
En contra de los emitidos por los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quienes se reservaron su derecho a formular voto particular. 
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imprescriptibilidad constituye una medida especial acorde con la particular 

situación de vulnerabilidad de las víctimas. 

 

81. Además, indicó que, aunque la prescripción en materia penal es una 

garantía que debe ser observada para toda persona imputada es inadmisible 

e inaplicable respecto de los ilícitos sexuales cometidos en contra de 

infancias y adolescencias, pues así se busca evitar que una violación a 

los derechos humanos de este grupo, con tal magnitud e impacto quede 

impune, por lo que considerar a esa institución como un derecho sería 

equivalente a reconocer un derecho a la impunidad.   

 

82. Por otra parte, al resolver el amparo en revisión 86/2022,56 la extinta 

Primera Sala de este Alto Tribunal señaló que la imprescriptibilidad de los 

delitos sexuales cometidos contra niñas, niños y adolescentes se da ante el 

reconocimiento de la gravedad y el impacto que la violencia sexual tiene 

en las víctimas, esto, con especial referencia a lo determinado por la Corte 

IDH en casos como el de V.R.P., V.P.C. y Otros vs. Nicaragua.57 

 
83. En este sentido, conforme a las consideraciones anteriores, es claro que la 

regla general es que la acción penal prescribe respecto de la mayoría de los 

delitos, sin que ello implique una violación al derecho de acceso efectivo a 

la justicia; no obstante, el derecho internacional (tanto el obligatorio 

como el orientador), la jurisprudencia interamericana y esta Suprema 

Corte de Justicia de la Nación han reconocido que existen delitos que 

constituyen violaciones graves a los derechos humanos, respecto de 

los cuales las acciones penales deben ser imprescriptibles (sin 

distinción de si se trata de una acción u omisión, o sobre la intención 

del resultado, pues lo relevante es la magnitud de los daños causados 

 
56 Fallado en sesión de veinticinco de junio de dos mil veinticinco de la hoy extinta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación por mayoría de tres votos de las Ministras y el Ministro Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Ana Margarita Ríos Farjat, quienes se reservaron su derecho a formular voto 
concurrente y Presidenta Loretta Ortiz Ahlf. En contra de los emitidos por los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien se reserva su derecho a formular voto particular, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
57 Corte IDH. Caso V.R.P., V.C.P. y Otros vs. Nicaragua.  Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. párr. 156. 
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y sus repercusiones), a fin de garantizar el derecho de las víctimas y de 

sus familiares a la reparación del daño, combatir la impunidad, evitar la 

repetición de los hechos y el olvido por parte de la sociedad de los eventos 

delictivos. Mandato que se refuerza si en un caso concreto, las víctimas 

directas son niñas y niños como en el caso que nos ocupa. 

 
A.3 Los delitos asociados al evento de la **********, tratándose de 

víctimas niñas y niños, constituyen graves violaciones a derechos 

humanos cuya persecución penal es imprescriptible 

 
A.3.1. Conforme al orden internacional 
 

84. A juicio de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, los delitos asociados 

a la tragedia infantil ocurrida en la ********** comparten la misma naturaleza 

de aquellos que en el derecho internacional son imprescriptibles, en términos 

de los mandatos y criterios recién descritos. 

 
85. ¿Cuáles son los rasgos extraordinarios del evento conocido como “**********” 

que conducen a caracterizarlos como una violación grave de derechos 

humanos? Enseguida corresponde brindar razones para sostener la 

identidad de estos con aquellos que en el derecho internacional de los 

derechos humanos exigen la aplicación de reglas extraordinarias y 

especiales de persecución, en los términos en que fue expuesto en el 

apartado que antecede. 

 
86. El cinco de junio de dos mil nueve en **********, ********** se incendió una 

guardería perteneciente al esquema vecinal comunitario del Instituto 

Mexicano del Seguro Social con más de ciento cincuenta niñas y niños 

dentro. En el siniestro fallecieron cuarenta y nueve infantes, de entre los tres 

meses y cuatro años, y decenas más resultaron lesionados; ello, mientras 

se encontraban bajo el cuidado del Estado. 
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87. El incendio se originó en la bodega contigua, donde la Secretaría de 

Hacienda del Gobierno del Estado de Sonora tenía almacenadas grandes 

cantidades de documentos; la conflagración inició a causa de un corto 

circuito en el motor de un enfriador de aire que provocó la ignición del papel 

que estaba cerca, propagándose las llamas hacia las cajas de cartón que 

contenían documentos. 

 
88. La inexistencia de un muro cortafuegos que dividiera las instalaciones de la 

bodega de las de la guardería, aunado a las oquedades y aperturas que 

había en el muro divisorio, permitió que grandes cantidades de humo tóxico, 

gases y calor se concentraran en el espacio que había entre el falso plafón 

y el techo de la nave que albergaba a la estancia infantil, mientras las niñas 

y niños dormían su siesta.  

 
89. Cuando el cielo raso ya no resistió el calor, se desplomó permitiendo que el 

humo tóxico y los gases inflamables se vinieran abajo donde había oxígeno, 

lo que produjo un rápido e intenso flamazo en las aulas donde se 

encontraban las niñas y los niños que fallecieron y los que resultaron 

lesionados, debido a la exposición al fuego, al humo y gases tóxicos. 

 
90. Tal evento implicó la vulneración del derecho a la protección a la vida, a la 

salud, a la integridad física y emocional de las niñas y niños, en lo individual 

y como colectivo, pero por su propia naturaleza, también constituyó (y sigue 

constituyendo) una afrenta para sus familiares, para la sociedad sonorense 

y mexicana en general, que afligió a toda la población por constituir una 

ofensa directa a la dignidad humana. 

 
91. El caso ha sido considerado como la peor tragedia infantil ocurrida en 

México en la época actual, y generó consternación en todo el país, ya que 

puso en evidencia la incapacidad del Estado de proteger a los infantes y de 

garantizar su sano desarrollo, a pesar de su obligación reforzada, ante la 

deficiente prestación del servicio de guardería, la falta de vigilancia en el 
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cumplimiento de requisitos para su operación, y la negligencia en el rubro de 

protección civil, que resultó en el fallecimiento de las niñas y niños y en la 

afectación a la integridad física y emocional de los sobrevivientes y de los 

familiares de las víctimas. 

 
92. Además, no puede desconocerse la magnitud de las consecuencias que las 

acciones y omisiones institucionales provocaron, pues las niñas y niños, de 

entre los tres meses y cuatro años que perdieron la vida en el incendio y que 

sufrieron lesiones, estuvieron expuestos a gases nocivos y al fuego, lo que 

provocó intoxicaciones severas y quemaduras, mientras personal de la 

guardería, padres y madres de familia, vecinas y ciudadanos trataban de 

rescatarles, por la falta de salidas de emergencia. 

 
93. Debe destacarse que el Comité de Derechos del Niño ha señalado que la 

protección a la niñez tiene que ser más intensa cuando se trata de pequeñas 

y pequeños que están en la primera infancia,58 lo que encuentra su 

justificación en la especial situación de vulnerabilidad en la que se 

encuentran a esa edad. Ello, pues resulta evidente que las capacidades 

motrices y comunicativas en esta temprana etapa son muy limitadas, de tal 

manera que dependen por completo de sus padres, madres y cuidadores 

para poder sobrevivir. 

 
94. Así, es indudable que la multiplicidad de violaciones cometidas en perjuicio 

de las niñas y los niños que se encontraban en su primera infancia; la 

naturaleza de los derechos vulnerados en lo individual y como colectivo; la 

intensidad de las lesiones a los bienes jurídicos; y el incumplimiento del 

Estado de su deber reforzado de protección de los derechos de los infantes, 

le imprime al caso que nos ocupa una dimensión específica de gravedad con 

gran trascendencia social. 

 

 
58 Observación General N° 7 del Comité de los Derechos del Niño, 2005, párrafo 36.  
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95. Conforme a este conjunto de características extraordinarias, este Alto 

Tribunal sostiene –en la línea de los mandatos internacionales y de los 

criterios orientadores de orden convencional– que los delitos asociados al 

evento conocido como “**********” son de aquellos que por constituir 

graves violaciones a los derechos humanos, la acción penal 

correspondiente es imprescriptible, pues se privilegia el derecho a la 

verdad y la justicia, la necesidad de combatir la impunidad, así como 

evitar la repetición de los hechos y el olvido de los crímenes, sin que al 

respecto sea jurídicamente relevante la naturaleza dolosa o culposa de 

la acción u omisión que se reproche a una persona en particular, ya que 

la razón para esta calificación extraordinaria es el fatal resultado en 

función de la multiplicidad de bienes jurídicos y derechos humanos 

lesionados en perjuicio de niñas y niños, así como de sus familias en 

su carácter de víctimas indirectas.  

 
96. Por ende, contrario a lo sostenido por el recurrente principal, en la 

determinación de una violación grave de derechos humanos no se distingue 

si ésta fue cometida a través de una acción u omisión, con dolo o culpa, sino 

que ésta se califica así, en función de la vulneración a las prerrogativas más 

esenciales de los seres humanos, y en este caso en concreto, del grupo en 

mayor situación de vulnerabilidad de nuestra sociedad, las niñas y niños en 

su primera infancia. 

 
97. En las relatadas condiciones, la razón de determinar la imprescriptibilidad de 

graves violaciones a derechos humanos cometidas en perjuicio de infantes 

(e indirectamente de sus familias) se encuentra en la búsqueda de justicia 

en su sentido más esencial. Esto es, no cabe distinguir si el aporte que 

se reprocha a alguien en particular fue con motivo de un hacer o de un 

dejar hacer cuando se tenía la obligación de actuar en determinado 

sentido, ni tampoco si existía una voluntad manifiesta de buscar el 

resultado o si sólo se asumió la posibilidad de las consecuencias, pues 
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lo cierto, es que existe un deber público de esclarecer lo ocurrido, ofrecer 

respuestas puntuales e integrales sobre las causas del evento y, reparar 

integralmente las múltiples lesiones causadas, lo cual sólo se puede 

alcanzar a través de determinar la imprescriptibilidad.  

 
98. Como se ve, el mandato de imprescriptibilidad tratándose exclusivamente de 

violaciones graves a derechos humanos de niñas y niños está vinculado a la 

naturaleza del evento y a las patentes violaciones causadas a derechos 

inderogables, pero no a los rasgos propios de la calificación penal que 

corresponda según la acción u omisión desplegada, respecto de los cuales, 

el sistema jurídico ofrece respuestas puntuales y que en su caso, ameritarán 

un pronunciamiento particular sobre el grado de participación, tipo de 

autoría, entre otros, en el proceso penal correspondiente. 

 
99. Además de las consideraciones que anteceden, resulta de vital importancia 

desarrollar que la calificación del evento materia de estudio y de todos los 

hechos dañinos que provocó (incluyendo los delitos derivados de éste) como 

graves violaciones a derechos humanos, guarda plena congruencia con lo 

sostenido previamente por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en 

otro momento de su historia constitucional y jurisprudencial. 

 
A.3.2 Facultad de Investigación 1/2009 en la que se determinó que, en 

los hechos del incendio de la **********, se incurrió en violaciones 

graves de las –entonces denominadas– garantías individuales 

 
100. Los referidos hechos ya han sido objeto de estudio por parte este Tribunal 

Constitucional en la Facultad de Investigación 1/2009,59 en la que se 

determinó que los eventos del incendio ocurrido el cinco de junio de dos mil 

nueve en el municipio de ********** del Estado de ********** constituyeron 

violaciones graves de las –entonces denominadas– garantías 

 
59 Discutida en las sesiones de catorce, quince y dieciséis de junio de dos mil diez por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo dictamen fue publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el dieciocho de noviembre de dos mil diez. 
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individuales, con motivo de las múltiples omisiones por parte de diversas 

autoridades del Estado, que trastocaron los derechos a la protección de la 

vida, a la integridad física, a la seguridad social y a la salud de las víctimas 

infantes. 

 
101. En primer lugar, debe precisarse que la referida facultad se encontraba 

establecida en el artículo 97, párrafo segundo,60 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos que disponía que la Suprema Corte era 

competente para averiguar algún hecho o hechos que constituyeran una 

grave violación a las entonces llamadas garantías individuales ahora 

derechos humanos. 

 
102. Al Máximo Tribunal del país le correspondía hacer uso de esa atribución 

cuando así lo estimara conveniente para mantener la paz pública, cuando a 

su juicio, el interés nacional reclamara su intervención por la trascendencia 

de los hechos denunciados, por su vinculación con las condiciones que 

prevalecían en el país, y por revestir características singulares que podían 

afectar las condiciones generales de la nación.61 

 
103. Cabe resaltar, que fue el propio Tribunal Constitucional, quien a través del 

análisis de diversos asuntos fue precisando la naturaleza, alcances y 

presupuestos de la referida atribución constitucional.62  

 
60 “Artículo 97. […] 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá nombrar alguno o algunos de sus miembros o algún Juez 
de Distrito o Magistrado de Circuito, o designar uno o varios comisionados especiales, cuando así lo juzgue 
conveniente o lo pidiere el Ejecutivo Federal o alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión, 
únicamente para que averigüe algún hecho o hechos que constituyan una grave violación de alguna 
garantía individual. También podrá solicitar al Consejo de la Judicatura Federal, que averigüe la conducta 
de algún juez o magistrado federal.”. 
61 Tesis aislada del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: 
“SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. INVESTIGACIONES AUTORIZADAS POR EL ARTÍCULO 97, 
PÁRRAFO III, DE LA CONSTITUCION FEDERAL, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, 
Volumen XCIII, Primera Parte, página 60, con número de registro digital 804076.  
62 Por ejemplo, en la Facultad de investigación 3/2006, derivada de la solicitud para que el Tribunal Pleno 
investigara los hechos acaecidos los días tres y cuatro de mayo de dos mil seis, en los poblados de Texcoco 
y San Salvador Atenco, Estado de México, en los cuales se vieron involucradas diversas autoridades (tanto 
federales, locales y municipales), se destacó la existencia de actos que implicaron un exceso de las 
autoridades policíacas; solicitud que culminó con la determinación de llevar a cabo dicha investigación, 
definiendo dos aspectos esenciales de la facultad de investigación, a saber, su naturaleza y la 
conceptualización de hechos considerados como violación grave a las garantías individuales. 
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104. Por violación grave de derechos humanos se entendían aquellos hechos 

acaecidos en una entidad o región determinada que por sus características 

hacían vulnerable a la sociedad al situarla en un estado de inseguridad 

material, política y jurídica debido al proceder (activo o pasivo) de las 

autoridades encargadas de proteger a la población.63  

 
105. Ahora bien, por el multicitado evento materia del presente estudio, el Tribunal 

Pleno en sesión de seis de agosto de dos mil nueve determinó ejercer la 

referida facultad, en virtud del interés superlativo de protección a la infancia 

reconocido a nivel nacional e internacional.  

 
106. Se consideró, que por el impacto trascendente generado en la vida de la 

comunidad local y nacional, los referidos hechos eran susceptibles de ser 

investigados, con el objeto medular de que, a la luz del conocimiento de la 

verdad histórica de los eventos acaecidos a que se arribara, los padres 

y familiares de las niñas y niños fallecidos pudieran ver satisfecho su legítimo 

reclamo de que se conociera la verdad, no existiera impunidad y se hiciera 

justicia, al tiempo de que se coadyuvara a que la comunidad local y nacional 

tuviera certeza de lo que sucedió y de la legalidad, oportunidad y efectividad 

o no de las medidas adoptadas por las diferentes autoridades, y así 

restaurar, en lo posible, el daño causado a la sociedad en su conjunto, por 

 

Por lo que se refiere a la naturaleza, se señaló que constituye una facultad ordinaria que debe ser 
ejercida atendiendo a la gravedad de los hechos que motivan la intervención de la Suprema Corte de 
Justicia, con independencia de su excepcionalidad derivada de su naturaleza no jurisdiccional y de la 
periodicidad de su ejercicio; así como que ni el Constituyente de 1917, ni el Poder Reformador en las 
reformas efectuadas, definió a la facultad de investigación como una facultad extraordinaria que deba 
ejercerse aisladamente en términos de la interpretación rígida que cada caso amerite, sino que se 
estableció como otro mecanismo, coadyuvante, para la defensa de los derechos fundamentales, con un 
enfoque no jurisdiccional, pero al fin como una competencia ordinaria que debe ser ejercida siempre que 
se esté ante violaciones graves de garantías individuales, con el objeto de esclarecer los hechos y 
reorientar el ejercicio de las facultades de las autoridades competentes para resarcir la violación y, en su 
caso, reparar los daños y perjuicios. 
63 Cfr. Tesis aislada P.LXXXVI/96 de rubro: “GARANTÍAS INDIVIDUALES. CONCEPTO DE VIOLACIÓN 
GRAVE DE ELLAS PARA LOS EFECTOS DEL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 97 
CONSTITUCIONAL”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 429, tomo 
III, junio de 1996. Registro digital: 200110.  
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la desconfianza en algunas instituciones y autoridades, que este 

lamentable evento causó.64 

 
107. Así, se ordenó la creación de una Comisión Investigadora integrada por 

diversos Magistrados de Circuito con el fin de precisar ciertos objetivos en 

torno a los cuales debía desarrollarse la investigación, y en sesión pública 

de treinta y uno de agosto de dos mil nueve, el Pleno del Alto Tribunal aprobó 

el Protocolo de Investigación y concedió a la Comisión Investigadora el plazo 

de seis meses para que integrara dicha investigación. 

 
108. Luego, en sesión de uno de marzo de dos mil diez, se tuvo por rendido el 

Informe Preliminar de la Comisión Investigadora y en sesiones de catorce, 

quince y dieciséis de junio de dos mil diez, se discutió y resolvió la facultad 

de investigación 1/2009, mediante el dictamen correspondiente. 

 
109. En éste, se concluyó que el incendio que se originó en la bodega contigua a 

la **********, y que provocó el fallecimiento de cuarenta y nueve niñas y niños 

y que decenas más resultaran gravemente heridos por la exposición al fuego 

y humo tóxico mientras se encontraban al resguardo del Estado 

constituyeron violaciones graves,65 pues ocasionaron un menoscabo y 

afectación de derechos fundamentales de las niñas y niños que 

acudían a la **********, y que innegablemente en su calidad de infantes, 

particularmente de la primera infancia, se encontraban en una situación de 

vulnerabilidad mayor, cuya seguridad, debió de ser garantizada por las 

autoridades correspondientes, a través de medidas efectivas y reforzadas 

para su protección. 

 

 
64 Resolución dictada por el Tribual Pleno en la solicitud de ejercicio de la facultad de investigación 1/2009, 
promovida por el Ministro Sergio A. Valls Hernández publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
veintitrés de octubre de dos mil nueve.  
65 En relación con dicho resolutivo fue aprobado por mayoría de diez votos de los señores Ministros Cossío 
Díaz, Luna Ramos con salvedades, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Gudiño Pelayo, 
Aguilar Morales, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Silva Meza y Presidente Ortiz 
Mayagoitía. En contra del voto del señor Ministro Aguirre Anguiano. 
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110. En cuanto al derecho de protección a la vida, este Alto Tribunal –en una 

diversa integración– resolvió que si las autoridades involucradas hubieran 

cumplido sus deberes constitucionales de protección de la vida, 

interpretados de conformidad con el estándar doblemente reforzado que 

impone el principio interés superior de la niñez, en ningún caso hubiera 

tenido lugar una tragedia de las dimensiones como la que ocurrió. 

 
111. Por lo que hace al derecho a la integridad personal, se determinó que las 

conductas analizadas no sólo constituyeron violaciones al derecho a la 

protección de la integridad física de los ciento cincuenta y tres niños que 

resultaron lesionados o desarrollaron algún padecimiento físico a raíz 

de los lamentables hechos ocurridos en la **********, sino que también se 

vulneró ese derecho de los cuarenta y nueve infantes fallecidos en el 

incendio y de sus familiares. 

 
112. Respecto al derecho a la seguridad social, se dispuso que con base en los 

hechos probados y los deberes legales incumplidos, se vulneró dicho 

derecho, al no haberse aplicado o cumplido el marco normativo generado 

para el debido funcionamiento de la guardería; además, de que resultaba 

indiscutible que el derecho de las niñas y niños a recibir los cuidados 

adecuados en esos centros conllevaba el deber de las autoridades 

involucradas de vigilar y supervisar que el servicio se prestaba cumpliendo 

con toda la normatividad correspondiente al funcionamiento de las 

guarderías.  

 
113. En relación con el derecho humano a la salud, se resolvió que 

innegablemente los hechos acontecidos dieron lugar a una vulneración a ese 

derecho, pues las niñas y niños que ahí se encontraban resultaron afectados 

en su integridad física y mental y, por ende, en su bienestar integral, esto es, 

en su salud en general. 
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114. Adicionalmente, se señalaron las autoridades respecto de las cuales se 

advirtió incumplimiento de sus obligaciones legales en relación con el 

siniestro, así como aquellas respecto de las cuales no se acreditó relación 

de causalidad directa de las omisiones imputadas y el lamentable suceso de 

la **********; asimismo, se precisaron acciones mínimas que se sugirió 

implementaran las autoridades de los tres niveles de gobierno en todo el 

país. 

 
115. En esas condiciones, se determinó que la vulneración de los derechos 

humanos referidos llevó también a la violación del principio del interés 

superior de las niñas y niños establecido en el artículo 4 de la Constitución 

General, que debe regir las actuaciones del Estado tratándose de aquellos, 

implicando una mayor exigencia en el cumplimiento de sus obligaciones de 

cuidado y protección. 

 
116. En virtud de lo anterior, puede concluirse que los hechos conocidos como el 

caso de la “**********” constituyeron una ofensa directa a la dignidad humana 

y a la sociedad mexicana, razón por la que se insiste, deben considerarse 

una grave violación de derechos humanos. 

 
117. Además, sobre los hechos ocurridos en la **********, la Comisión Nacional 

de los Derechos Humanos emitió la Recomendación 49/200966 en la que 

puntualizó lo siguiente:  

“…esta Comisión Nacional acreditó la existencia de acciones y 
omisiones violatorias a los Derechos Humanos en perjuicio de los 

menores de la **********, S.C., en Hermosillo, Sonora, que resultaron 

fallecidos y lesionados, de las personas que ahí laboraban y las que el 
día del siniestro arriesgaron su integridad física al realizar el rescate, 
así como de los familiares de los menores que acudían a la 
mencionada guardería, relativo al derecho a la vida, a la integridad 
física y psíquica, así como al derecho a la salud, a la legalidad y 
seguridad jurídica, derivados de una prestación y ejercicio indebido del 

 
66 Recomendación 49/2009. Comisión Nacional de Derechos Humanos, consultable en la página de 
internet: https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/doc/Recomendaciones/2009/Rec_2009_049.pdf.  
 

https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/doc/Recomendaciones/2009/Rec_2009_049.pdf
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servicio público, por parte de servidores públicos del IMSS, del 
Gobierno del estado de Sonora y del Ayuntamiento de Hermosillo, 

Sonora, así como de los responsables de la **********, S. C., que 

actuaron bajo la anuencia o tolerancia de servidores públicos del 
Instituto Mexicano del Seguro Social y de las autoridades de dicho 
municipio, con lo cual se consideró que la conducta desplegada por los 
servidores públicos de las tres instancias de gobierno contravinieron lo 
dispuesto por los artículos 4o., párrafos sexto, séptimo y octavo; 14, 
párrafo segundo,. y 16, párrafo primero, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, así como diversos instrumentos 
internacionales de observancia general en el territorio nacional, de 
acuerdo con lo dispuesto por el artículo 133 del citado ordenamiento 
jurídico…” 

118. Incluso, debe destacarse que, el caso de la ********** ya ha sido elevado al 

Sistema Interamericano de Derechos Humanos, pues la Comisión 

Interamericana en su informe de admisibilidad 185/2020 de seis de julio de 

dos mil veinte determinó que de ser probado que el alegado incumplimiento 

del deber estatal de prevención y adopción de salvaguardas para la 

prestación del servicio educativo de cuidado infantil habría generado el 

incendio que costó la vida de cuarenta y nueve niñas y niños, así como la 

presunta falta de una investigación diligente que esclarezca lo sucedido y 

sancione a los responsables, podrían caracterizar violaciones a los 

artículos 4 (vida), 5 (integridad personal), 8 (garantías judiciales), 19 

(derechos del niño) y 25 (protección judicial) de la Convención Americana, 

en relación con sus artículos 1.1 (obligación de respetar los derechos) y 2 

(deber de adoptar disposiciones de derecho interno).67 

 
119. Por ende, a pesar de que la prescripción en materia penal debe ser 

observada para toda persona imputada de un delito; en aras de no permitir 

que graves violaciones de derechos humanos gocen de condiciones de 

impunidad, la misma es inadmisible e inaplicable respecto de la acción penal 

 
67 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informe No. 185/20, Petición 1459-14, Informe de 
Admisibilidad, “Niños y Niñas Fallecidos en la Tragedia Ocurrida en la Guardería ABC y sus Familiares” 
México. Doc. OEA/Ser.L/V.II. 6 de julio 2020, disponible en:  
https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/2020/mxad1459-14es.pdf 
 

https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/2020/mxad1459-14es.pdf
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ejercida por los delitos cometidos en el suceso conocido como el caso 

**********.  

 
120. En otras palabras, la restricción a la prescripción opera en el presente caso 

que constituye un evento que consternó a todo el país, y que bajo cualquier 

circunstancia, se estima inadmisible su impunidad, pues las víctimas y sus 

familiares tienen el derecho imprescriptible a conocer la verdad acerca de 

las condiciones en que se cometieron las violaciones graves a los derechos 

humanos; asimismo, resulta indispensable que se garantice el derecho a la 

reparación del daño, se combata la impunidad, se prevenga la repetición de 

los hechos y se evite el olvido del terrible suceso. 

 
121. Como corolario de este primer segmento, se tiene que los delitos 

asociados al evento de la ********** tienen el carácter de imprescriptibles 

por mandato del derecho internacional, así como por compartir la naturaleza 

de aquellos que convencionalmente han sido identificados como casos que 

suponen extraordinarias lesiones a un cúmulo de derechos humanos, y que 

constituyeron sucesos de gran impacto social, en los cuales es 

indispensable remover cualquier obstáculo jurídico ordinario para posibilitar 

el esclarecimiento de la verdad, la reparación integral de los daños, la 

sanción de las personas responsables y, en general, brindar el más robusto 

e integro esquema de justicia posible.  

 
122.  Asimismo, esta calificación del evento como una grave violación a derechos 

humanos es coincidente con aquella que esta Suprema Corte (en una 

diferente integración) ya le había asignado, oportunidad en la cual aquilató 

las dimensiones extremadamente críticas del evento en cuestión. 

 
123. Además de este conjunto de razones frontales para sostener el carácter 

imprescriptible de los delitos asociados al hecho en cuestión, corresponde a 

este Alto Tribunal revisar que el caso también está comprendido con tal 

carácter en la legislación general.  
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B. La aplicabilidad, para este caso concreto, de la regla de 

imprescriptibilidad prevista en el último párrafo del artículo 106 de la 

Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 

 
124. En primer lugar, corresponde aclarar por qué el estudio del presente tema 

no podrá ser abordado como un planteamiento de inconstitucionalidad. Esto 

es así, pues el quejoso no planteó la invalidez del multicitado numeral 106 

de la Ley General de manera destacada desde la demanda de amparo, de 

tal manera que resultan inatendibles los agravios en los que cuestiona la 

competencia del legislador para expedir dicha norma, en el sentido de que 

se excedieron los alcances del mandato del constituyente en términos del 

artículo 73, fracción XXIX-P de la Constitución General y de que, por tanto, 

existe la obligación de los legisladores de positivizar ese mandato en los 

códigos penales.  

 
125. El precepto legal en comento le fue aplicado por la autoridad responsable 

desde el dictado del auto de vinculación a proceso, tal y como fue detallado 

en el apartado correspondiente de esta ejecutoria, por lo que el ahora 

recurrente debía impugnarlo en su escrito inicial (si esa era su estrategia 

litigiosa, a fin de integrarlo a la litis constitucional en el juicio de amparo). Por 

ende, ante dicha omisión cerró la posibilidad de hacerlo y, por tanto, se 

encuentra vedado utilizar este recurso como una segunda oportunidad para 

combatir la ley.68  

 
126. Dicho de otra manera, la norma mencionada no se integró a la litis en el juicio 

de amparo, lo que implica que las autoridades que participaron en el proceso 

legislativo correspondiente no fueron llamadas y por ende, no estuvieron en 

posibilidad de rendir sus informes justificados a fin de defender la 

 
68 Son aplicables las consideraciones de la tesis 2a./J. 188/2009 emitida por le extinta Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, de rubro: “AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. SON AQUELLOS EN LOS 
QUE SE PRODUCE UN IMPEDIMENTO TÉCNICO QUE IMPOSIBILITA EL EXAMEN DEL 
PLANTEAMIENTO QUE CONTIENEN”, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta en 
el tomo XX, noviembre de 2009, página 424. Registro digital: 166031. 
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constitucionalidad del precepto normativo y, dicho puntualmente, el juicio de 

amparo no se promovió para cuestionar la norma sobre la que se fundó la 

determinación de imprescriptibilidad en el auto de vinculación a proceso 

reclamado. 

 
127. Tampoco se trata de un supuesto en el cual se debió haber prevenido al 

quejoso a efecto de preguntarle si era su intención señalar como acto 

reclamado destacado el citado artículo, pues la literalidad de su demanda no 

deja duda de que sólo combatió las condiciones de su aplicación, y además 

en su escrito de agravios reconoce expresamente que no planteó la 

inconstitucionalidad de la disposición y que hasta ahora lo hace. 

 
128. Así, carece de razón la parte quejosa y recurrente principal cuando considera 

que por vía del control ex officio, se puede construir una nueva oportunidad 

para analizar sus planteamientos de inconstitucionalidad, pues tal 

mandamiento de protección de los derechos humanos, en su caso, opera en 

su contra, en el sentido en que fue revisado en el punto anterior, esto es, que 

ya quedó puntualmente desarrollado que el parámetro convencional ha 

establecido la ampliación de los plazos de prescripción de los delitos 

cometidos en contra de niñas, niños y adolescentes, así como la 

imprescriptibilidad de aquellos más graves, lo que constituye una medida 

para garantizar su derecho a la verdad y justicia, a una reparación integral, 

entre otros. 

 
129. Descartada entonces la posibilidad de analizar la norma desde la 

perspectiva que de forma novedosa e inconducente propone el quejoso y 

recurrente, corresponde desarrollar las razones por las cuales la 

referida norma general sí es aplicable para los delitos de homicidio y 

lesiones culposos, en la modalidad de comisión por omisión, en 

perjuicio de niñas y niños derivados del evento conocido como 

“**********”. 
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130. El quejoso cuestiona la aplicación de la Ley General para su caso por dos 

razones fundamentales: i) la existencia de las reglas generales de 

prescripción previstas en el Código Penal Federal; y ii) el hecho de que el 

interés superior de la infancia no tiene un carácter absoluto oponible de 

forma total a determinadas reglas, principios y derechos. 

 
131. Tales argumentos son infundados, conforme a los argumentos que 

enseguida se desarrollan. 

 
132. Además de las razones expuestas en el apartado anterior, relativas a que 

existe una estructura propia del derecho internacional de los derechos 

humanos que conduce indefectiblemente a estimar los mencionados delitos 

cometidos en el contexto del caso de la ********** en perjuicio de niñas y 

niños como imprescriptibles por constituir graves violaciones a derechos 

humanos, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoce la 

aplicabilidad para tales hechos de la porción normativa que establece 

que “…No podrá declararse la caducidad ni la prescripción en perjuicio 

de niñas, niños y adolescentes…” (último párrafo del artículo 106, de la 

Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes), a partir 

del siguiente contexto interpretativo. 

 

133. Tal ordenamiento fue creado por el Congreso de la Unión con base en el 

artículo 73, fracción XXIX-P constitucional que lo faculta a expedir las leyes 

que establezcan la concurrencia de la Federación, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, en materia de derechos de niñas, niños y 

adolescentes, velando en todo momento por el interés superior de los 

mismos, cumpliendo con los tratados internacionales de la materia de los 

que México sea parte. 

 
134. El numeral 1° de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes establece que su objetivo principal, entre otros, son: i) 
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reconocer a niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, con 

capacidad de goce; ii) garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección y 

promoción de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes; iii) 

crear y regular la integración, organización y funcionamiento del Sistema 

Nacional de Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes, y; iv) establecer los principios rectores y criterios que 

orientarán la política nacional en materia de derechos de niñas, niños y 

adolescentes, así como las facultades, competencias, concurrencia y bases 

de coordinación entre la Federación, las entidades federativas, los 

municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México; y la 

actuación de los Poderes Legislativo y Judicial, y los organismos 

constitucionales autónomos, y v) establecer las bases generales para la 

participación de los sectores privado y social en las acciones tendentes a 

garantizar la protección y el ejercicio de los derechos de niñas, niños y 

adolescentes, así como a prevenir su vulneración. 

 
135. De esa manera, si uno de los objetivos principales de dicha Ley General es 

garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección y promoción de los 

derechos humanos de las niñas y niños; ello implica que, tal y como se 

determinó en el Amparo Directo 16/2024, así como en el Amparo en Revisión 

86/2022, que la norma especial de imprescriptibilidad tiene el potencial de 

ser aplicable a los procedimientos jurisdiccionales en los que se 

encuentren involucrados infantes y adolescentes. 

 
136. Como se precisó en el primero de los precedentes citados, el Congreso de 

la Unión incorporó tal disposición expresa ante el reconocimiento de que 

ciertas instituciones jurídicas pueden operar en perjuicio de los derechos e 

intereses de las infancias y adolescencias.  

 
137. Lo anterior, en principio, releva el planteamiento de la parte quejosa ya que 

debe prevalecer la regla especial por encima de las reglas generales 
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establecidas en el ordenamiento punitivo del orden federal. Esto es, 

además de la apuntada prevalencia de los principios convencionales 

desarrollados en el apartado anterior, se estima que carece de razón el 

recurrente porque debe primar la disposición de la Ley General en 

consideración a la materia específica que regula. 

138. El principio de especialidad exige que se actualicen las siguientes 

circunstancias a) la existencia de por lo menos dos normas en las que se 

subsuma el supuesto de hecho que se analiza; b) que las normas contengan 

los mismos elementos y c) que el diferendo en las disposiciones normativas 

radique en la generalidad de una de ellas, frente a la especialidad de la otra, 

al adicionar algún factor o elemento que le otorga precisamente esa calidad. 

 
139. En el caso concreto, los artículos 100 al 115 del Código Penal Federal 

disponen las reglas generales para la prescripción.  

 
140. El artículo 107 bis, en su redacción previa a la reforma de dieciocho de 

octubre de dos mil veintitrés (que el quejoso cita como aplicable en su escrito 

de agravios) disponía que tratándose de los delitos previstos en el Título 

Octavo del Libro Segundo de ese Código cometidos en contra de una víctima 

menor de edad, esto es, ilícitos contra el libre desarrollo de la personalidad, 

corrupción de menores, pornografía, turismo sexual, lenocinio, provocación 

de un delito y apología de éste, pederastia y cohabitación forzada, así como 

los delitos contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual, y los previstos 

en la Ley para prevenir y sancionar la Trata de Personas la prescripción 

comenzaría a correr a partir de que ésta cumpliera la mayoría de edad.  

 
141. Correlativamente, el último párrafo del artículo 106, de la Ley General de los 

Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, establece: que “…No podrá 

declararse la caducidad ni la prescripción en perjuicio de niñas, niños y 

adolescentes…”; de tal manera que esta disposición se distingue a partir 
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de la afectación de un sujeto pasivo especifico y calificado en función 

de su particular situación ante al ordenamiento jurídico. 

 
142. Además, como se precisó en el citado Amparo Directo 16/2024, no se 

desconoce que la regla de imprescriptibilidad aplicada al proceso penal bajo 

análisis se encuentra prevista en una ley general especializada en niñez y 

adolescencia y no propiamente en la legislación procesal penal; sin 

embargo, ello de ninguna manera determina la naturaleza jurídica de 

esta institución, sino que debe atenderse a que su finalidad y alcance en 

los procedimientos jurisdiccionales, incluyendo los penales, se encuentran 

encaminados a evitar que por el transcurso del tiempo cese la posibilidad de 

que el Estado pueda intervenir y adoptar medidas jurídicas en los asuntos 

en los que se encuentra involucrado este grupo en situación de 

vulnerabilidad.  

 
143. Luego entonces, frente al universo de figuras típicas respecto de los cuales 

rige el Código Penal Federal, se advierte que existe una pauta de 

imprescriptibilidad contenida en la Ley General, que es aplicable al 

caso concreto, en función de la lesión a bienes jurídicos y derechos 

cuya titularidad corresponde a un grupo de personas que ameritan una 

protección especial y reforzada. 

 
144. De esta manera, como ya ha sido expresado, si uno de los objetivos 

principales de la ley especial es garantizar el pleno ejercicio, respeto, 

protección y promoción de los derechos humanos de niñas, niños y 

adolescentes; ello implica que dicha norma especial es aplicable al caso 

que nos ocupa, pues prohíbe declarar la prescripción en perjuicio de 

infancias, lo que debe entenderse como una medida jurídica especial y 

excepcional que responde a la particular condición de vulnerabilidad en la 

que se encontraban los infantes al momento de los hechos, a la par de que 

permite hacer efectivo el mandato internacional de que las violaciones 

graves a derechos humanos son imprescriptibles. 
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145. Esta interpretación sobre el mandato de imprescriptibilidad permite proteger 

el interés superior de las niñas y niños, así como reconocer y garantizar de 

forma efectiva en el presente caso, el derecho de las víctimas y 

sobrevivientes del trágico evento de la **********, a encontrar la verdad de lo 

sucedido. 

 
146. Por ende, contrario a lo manifestado por la parte recurrente, no son 

aplicables las reglas generales de la prescripción previstas en el Código 

Penal Federal, ya que, como se dijo, el último párrafo del artículo 106 

previsto en la ley especial es aplicable al caso concreto, en el que los hechos 

relativos al incendio en el que perdieron la vida cuarenta y nueve niñas y 

niños y decenas más resultaron lesionados han sido calificados como una 

grave violación a los derechos humanos. 

 
147. Cabe destacar, que esta determinación es respetuosa del principio de no 

irretroactividad de la ley en perjuicio del ahora recurrente. Ello, pues si 

bien al momento de los hechos no se encontraba vigente el artículo 106 de 

la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, el cual 

contempla la regla de imprescriptibilidad en favor de este grupo, lo cierto es 

que esta disposición ya estaba en vigor, el doce de febrero de dos mil veinte, 

cuando el Instituto Mexicano del Seguro Social presentó la denuncia 

correspondiente.  

 
148. Al respecto, esta Suprema Corte ha señalado que el inicio de un 

procedimiento conforme a una normatividad específica no implica que dicho 

proceso deba desarrollarse conforme a las disposiciones procesales que 

estaban vigentes al momento en que comenzó. Esto se debe a que las leyes 

procesales reconocen derechos, facultades, cargas y atribuciones cuyo 

ejercicio se posibilita conforme avanzan las etapas del procedimiento, 

de ahí que cada una de sus fases se rija por la regla vigente al momento en 
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que se desarrolla y, hasta en tanto se actualice el supuesto (inicie la etapa 

procesal correspondiente), se verificarán sus consecuencias.69  

 

149. Por ende, si antes de que se actualice una etapa del procedimiento, la 

autoridad legislativa modifica su tramitación, suprime un medio de 

impugnación, amplía un término, modifica la valoración de pruebas o 

cualquier otra cuestión procesal atinente a dicha fase, no puede decirse que 

existe retroactividad de la ley, ya que las facultades procesales reconocidas 

por la legislación respecto a una etapa del juicio en específico se actualizan 

hasta el momento en que ésta da inicio, y no antes. 

 
150. Por ello, si antes de que diera inicio el proceso penal, el Congreso de la 

Unión modificó las reglas aplicables a la prescripción en los procedimientos 

jurisdiccionales en los que se encuentren involucradas infancias, es 

inconcuso que no existe una vulneración al principio de no 

irretroactividad de la ley en su perjuicio, ya que la aplicación de las 

normas procesales penales es respecto al momento en que tiene lugar el 

acto procesal, en este caso, de la denuncia correspondiente.70  

 
151. Además de las anteriores consideraciones relativas a que la ley especial 

debe regir al caso, cabe preguntarse ¿Cuál es la interpretación 

constitucional que corresponde al último párrafo del artículo 106 de la 

multicitada Ley General, por el que se estima que es aplicable respecto 

de la acción penal de los delitos derivados del evento “**********”?  

 
152. La respuesta a tal interrogante es que el principio rector del interés 

superior de la niñez conduce a esta Suprema Corte a sostener que la 

disposición de imprescriptibilidad rige el caso, pues éste involucra una 

compleja dimensión en términos de los derechos humanos de las 

 
69 Amparo directo en revisión 2835/2018 resuelto en sesión de cinco de septiembre de dos mil dieciocho y 
aprobado por mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Pina Hernández (presidenta y ponente), foja 17. 
70 Similares consideraciones sostuvo la extinta Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
al resolver el Amparo Directo 16/2024, en sus párrafos 134 a 152. 
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víctimas directas, así como de las de orden indirecto. Esto es, el sentido 

constitucional que corresponde es que, para este caso concreto, se debe 

acudir a las reglas especiales para privilegiar la reparación integral de los 

derechos humanos y bienes jurídicos lesionados, así como para tutelar la 

protección de los derechos instrumentales para ese fin. 

 
153. Asimismo, una nota fundamental para sostener la interpretación que 

sustenta la aplicabilidad de la Ley General al caso concreto, es la 

complejidad del evento en sí mismo, así como la interacción de agentes 

estatales y, en general, la conducción del poder público y las 

responsabilidades inherentes. 

 
154. A consideración de este Alto Tribunal, esto deriva en que el evento supone 

la actualización de una lesión extraordinaria a una pluralidad de bienes 

jurídicos y derechos de las niñas y niños, así como de sus familias en su 

carácter de víctimas indirectas en conexión con las propias funciones del 

Estado Mexicano.   

 
155. Así, en el apartado primero de esta resolución, se dio cuenta con los rasgos 

extraordinarios que supone el evento materia de pronunciamiento, ahora 

corresponde a este Tribunal Constitucional presentar esas 

características en clave de derechos humanos, a fin de demostrar la 

notable dimensión que supone la sustanciación de los procedimientos 

asociados a su investigación, enjuiciamiento y eventual sanción. 

 
Principio del interés superior de la infancia 

 
156. El principio del interés superior de la niñez se encuentra reconocido en el 

artículo 4° de la Constitución Federal,71 el cual proscribe la obligación del 

 
71 “Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá la organización y el desarrollo 
de la familia. Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser registrado de manera inmediata a su 
nacimiento. El Estado garantizará el cumplimiento de estos derechos. La autoridad competente expedirá 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento. En todas las decisiones y 
actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, 
garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción 
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Estado para velar y cumplir con el mismo, garantizando de manera plena 

sus derechos, a partir del diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las 

políticas públicas dirigidas a la niñez.   

 
157. Lo anterior, ha sido reconocido por la extinta Primera Sala en la tesis aislada 

número 1a. XLVII/2011, de rubro: “INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO. ES UN 

PRINCIPIO DE RANGO CONSTITUCIONAL IMPLÍCITO EN LA 

REGULACIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS MENORES PREVISTOS EN 

EL ARTÍCULO 4° CONSTITUCIONAL”.72 

 
158. Asimismo, dicho principio se encuentra reconocido en el punto 1 del artículo 

3 de la Convención sobre los Derechos del Niño,73 el cual establece que en 

todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones 

públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 

administrativas o los órganos legislativos, deberá atenderse de manera 

primordial al interés superior de la niñez. 

 
159. Además, conforme lo establecido en su artículo 6°, dicho principio se erige 

como una obligación que tiene en todo momento el Estado de garantizar en 

la máxima medida posible, la supervivencia, desarrollo y el derecho 

 

de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo 
integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas 
públicas dirigidas a la niñez.” 
72 Publicada en el Semanario Judicial e la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, Abril de 2011, página 
310, con número de registro digital 162354. 
73 “Artículo 3. 1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 
privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una 
consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño. 
Artículo 4. Los Estados Parte adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole 
para dar efectividad a los derechos reconocidos en la presente Convención. En lo que respecta a los 
derechos económicos, sociales y culturales, los Estadas Partes adoptarán esas medidas hasta el máximo 
de los recursos de que dispongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de la cooperación 
internacional. 
Artículo 6. 1. Los Estados Parte reconocen que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida. 2. Los 
Estados Parte garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño. 
Artículo 19. 1. Los Estados Parte adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y 
educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, 
descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se 
encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo 
tenga a su cargo. 2. Esas medidas de protección deberían comprender, según corresponda, 
procedimientos eficaces para el establecimiento de programas sociales con objeto de proporcionar la 
asistencia necesaria al niño y a quienes cuidan de él, así como para otras formas de prevención y para la 
identificación, notificación, remisión a una institución, investigación, tratamiento y observación ulterior de 
los casos antes descritos de malos tratos al niño y, según corresponda, la intervención judicial.” 
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intrínseco a la vida de niñas y niños, a partir de la adopción de medidas 

legislativas necesarias para dar efectividad a al goce y disfrute de sus 

derechos, tomando como consideración primordial el interés superior de la 

niñez. 

 
160. Para lo cual, establece la obligación del Estado de garantizar que los actos 

delictivos perpetrados en contra de los niños estén incluidos en la legislación 

penal correspondiente. En la legislación secundaria mexicana, la Ley 

General de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, en su numeral 

13, fracciones VII y VIII,74 reconoce el derecho de los infantes a un sano 

desarrollo integral, a una vida libre de violencia, y a que se proteja su 

integridad personal; asimismo, obliga a todas las autoridades, en el ámbito 

de su competencia, a tomar las medidas necesarias para prevenir, atender 

y sancionar los casos en que niñas, niños o adolescentes se vean afectados, 

entre otras conductas, por descuido, negligencia, abandono o abuso físico, 

psicológico o sexual. 

 
161. Por su parte, la extinta Primera Sala ha reconocido en varios precedentes la 

importancia del principio del interés superior, estableciendo que, de dicho 

principio se desprende la necesidad de tomar en cuenta los aspectos 

dirigidos a proteger y garantizar el desarrollo de los infantes y el ejercicio 

pleno de sus derechos, como criterios rectores en el proceso de elaboración 

de leyes, diseño de políticas públicas y aplicación de las normas 

concernientes a la infancia.75 

 
74 “Artículo 13. Para efectos de la presente Ley son derechos de niñas, niños y adolescentes, de manera 
enunciativa más no limitativa, los siguientes: […]  
VII. Derecho a vivir en condiciones de bienestar y a un sano desarrollo integral;  
VIII. Derecho a una vida libre de violencia y a la integridad personal: 
[…] 
Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las demarcaciones territoriales 
de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, adoptarán las medidas necesarias 
para garantizar estos derechos a todas las niñas, niños y adolescentes sin discriminación de ningún tipo o 
condición.” 
75 Véase la tesis aislada CXXI/2012 de la entonces Primera Sala de rubro: “INTERÉS SUPERIOR DEL 
MENOR. SUS ALCANCES Y FUNCIONES NORMATIVAS”. Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Décima Época, Libro IX, Tomo I, junio de 2012, página 261. Así como la diversa tesis 
jurisprudencial: 1a. /J. 25/2012 (9a.), de rubro: “INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. SU CONCEPTO”. 
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162. A su vez, la Corte IDH, ha señalado que del contenido de lo dispuesto en la 

Convención sobre los Derechos del Niño, se desprende la obligación del 

Estado para adoptar todas las medidas positivas que tiendan a asegurar la 

plena vigencia de los derechos de la niñez, debiendo empezar por la 

prevención activa de todas las formas de violencia, y su prohibición explícita. 

 
163. Es pertinente señalar que, el Comité de los Derechos del Niño en la 

Observación General No. 1376 consideró que los Estados parte tienen la 

obligación estricta de adoptar las medidas legislativas apropiadas para 

prohibir, prevenir, combatir y proteger a la niñez de toda clase de violencia 

que pudiera ser ejercida en su contra, puesto que la violencia de todo tipo 

que es ejercida contra los niños, niñas y adolescentes, de ninguna forma 

resulta justificable. 

 
164. Posteriormente, al emitir la Observación General No. 1477 destacó que el 

objetivo del artículo 3, párrafo 1 de la Convención sobre los Derechos del 

Niño es velar por que el derecho se observe en todas las decisiones y 

medidas relacionadas con el niño. Esto significa que, en cualquier medida 

que tenga que ver con uno o varios niños, su interés superior deberá ser una 

consideración primordial a que se atenderá; medidas que no solo incluyen 

decisiones, sino también todos los actos, conductas, propuestas, servicios, 

procedimientos y demás iniciativas. 

 
165. Asimismo, respecto a la obligación dirigida a los Órganos Legislativos, 

señaló que de lo dispuesto por el artículo 18, párrafo 1 de la citada 

Convención, éstos se encuentran obligados a tener en cuenta como un 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XV, diciembre de 2012, Tomo 1, página: 
334. Registro digital: 159897. 
76 Comité de los derechos del Niño. “Observación General No. 13. Derecho del niño a no ser objeto de 
ninguna forma de violencia.” CRC/C/GC/13, 18 de abril de 2011. 
77 Comité de los Derechos del Niño “Observación general Nº 14 (2013) sobre el derecho del niño a que su 
interés superior sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo1)”, 29 de mayo de 2013. 
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deber general el interés superior del niño, cuando se ocupen de decisiones 

que les afecten, debiendo ser su preocupación fundamental.  

 
166. Por tanto, se estableció que los Órganos Legislativos en la aprobación de 

cualquier ley, reglamento o convenio que afectan a los niños, deberán 

atender al interés superior de la niñez como consideración primordial, el cual 

deberá ser evaluado caso por caso, cuando se advierta que se pueda entrar 

en conflicto con intereses o derechos de otras personas, sopesando los 

intereses de ambas partes y, solo en caso de que no sea posible 

armonizarlos, las autoridades deberán tener como máxima prioridad los 

intereses de la infancia.  

 
167. En ese sentido, conforme al marco constitucional y convencional, se ha 

destacado que dicho principio resulta vinculante dentro del ordenamiento 

jurídico, el cual se proyecta en tres dimensiones: a) como derecho 

sustantivo, en cuanto a que el interés referido sea consideración primordial 

y se tenga en cuenta al sopesar distintos intereses respecto a una cuestión 

debatida; b) como principio jurídico interpretativo fundamental, en el sentido 

de que si una norma jurídica admite más de una interpretación, se elegirá la 

que satisfaga de forma más efectiva sus derechos y libertades, a la luz del 

interés superior del menor; y, c) como norma de procedimiento, conforme a 

la cual, siempre que se tome una decisión que afecte los intereses de uno o 

más menores de edad, deberá incluirse en el proceso de decisión, una 

estimación de las posibles repercusiones en ellos.78 

 
168. Por otra parte, al resolverse el amparo directo en revisión 1187/2010,79 se 

estableció que el interés superior del niño tiene tanto una función 

justificativa como directiva. Por un lado, sirve para justificar todos los 

 
78 Véase la Tesis 1a. CCCLXXIX/2015 (10a.) de la extinta Primera Sala de rubro: “INTERÉS SUPERIOR 
DEL MENOR. DIMENSIONES EN QUE SE PROYECTA LA APLICACIÓN DE ESTE PRINCIPIO”, 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 25, diciembre de 2015, Tomo I, página 
256. Registro digital: 2010602. 
79 Resuelto en sesión de uno de septiembre de dos mil diez, por unanimidad de cinco votos de los señores 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (ponente), José Ramón Cossío Díaz, Juan N. Silva Meza, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente José de Jesús Gudiño Pelayo.  
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derechos que tienen como objeto la protección del niño. Por el otro, 

constituye un criterio orientador de toda producción normativa, entendida en 

sentido amplio y relacionada con los derechos del niño, lo que incluye no 

solo la interpretación y aplicación del derecho por parte de los jueces, sino 

también todas las medidas emprendidas por el legislador, así como las 

políticas públicas, programas y acciones específicas llevadas a cabo por las 

autoridades administrativas.  

 
169. Finalmente, en el amparo directo en revisión 2710/2017,80 se recordó que 

esta Suprema Corte –en diversos precedentes— ha determinado que el 

principio de interés superior ordena a todas las autoridades estatales que la 

protección de los derechos del niño se realice a través de medidas 

“reforzadas” o “agravadas”, y que los intereses de los niños deban 

protegerse con mayor intensidad. 

 
170. Así, se reitera, que el sentido constitucional que corresponde a la citada 

norma de la Ley General, es que el principio de interés superior de la niñez 

en este caso activa la protección extendida de buscar sin límite temporal la 

tutela de los derechos lesionados. Tales derechos son: 

 
Derecho de protección a la vida 

171. El derecho de protección de la vida es un derecho humano implícito en la 

Constitución General,81 que se deriva de todos los derechos expresamente 

estipulados que requieren de la vida como condición para su ejercicio.82  

 

 
80 Resuelto por esta Primera Sala en sesión de veinticinco de abril de dos mil dieciocho, por mayoría de 
tres votos de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en contra del emitido por la Ministra Presidenta Norma Lucía Piña 
Hernández. Estando ausente e impedido el Ministro José Ramón Cossío Díaz. 
81 Específicamente se encuentra contemplado en el artículo 4° constitucional al establecer el derecho a la 
salud, el derecho a un ambiente adecuado, el derecho a contar con una vivienda digna y decorosa, el 
derecho a la alimentación, a la educación y al sano esparcimiento, que tienen como presupuesto necesario 
la vida. 
82 Acción de inconstitucionalidad 10/2000, resuelta en sesiones de veintinueve y treinta de enero de dos 
mil dos por mayoría de siete votos. De la que derivó la tesis de jurisprudencia P./J. 13/2002 de rubro: 
“DERECHO A LA VIDA. SU PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL”. Registro digital: 187816. 
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172. Al respecto, debe precisarse que la existencia de un derecho a la protección 

de la vida queda de manifiesto cuando se corrobora que la Constitución no 

sólo contempla una serie de derechos humanos cuya justificación última se 

encuentra en el mejoramiento de las condiciones de vida de todas las 

personas, sino también muchas otras disposiciones tendientes a 

salvaguardar la vida, tal como se expresa en el artículo 4.1 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos83 y el artículo 13 de la Ley General de 

los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, establece como derechos 

la vida, la supervivencia y al desarrollo.84 

 
173. Asimismo, en la Convención sobre los Derechos del Niño85 se estipula en el 

punto 1 del artículo 6 la obligación de los Estados parte de reconocer el 

derecho intrínseco de todo niño a la vida, disposición que ha sido 

interpretada por el Comité de los Derechos del Niño al describir que la 

supervivencia y la salud física del niño son prioridades, pero ello engloba 

todos los aspectos del desarrollo, mediante una observancia integral que 

contempla otros derechos como el derecho a la salud, la nutrición adecuada, 

la seguridad social, un nivel adecuado de vida, un entorno saludable y 

seguro, la educación y el juego.86  

 
174. Además, debe destacarse que en casos como Villagrán Morles y otros vs. 

Guatemala,87 la Corte Interamericana ha dispuesto que, debido al carácter 

fundamental del derecho a la vida, no son admisibles enfoques restrictivos 

del mismo, por lo que los Estados tienen la obligación de garantizar la 

 
83 “Artículo 4.1. 1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por 
la ley y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida 
arbitrariamente.” 
84 “Artículo 13. Para efectos de la presente Ley son derechos de niñas, niños y adolescentes, de manera 
enunciativa más no limitativa, los siguientes: I. Derecho a la vida, a la paz, a la supervivencia y al desarrollo; 
(…)” 
85 “Artículo 6.  
1. Los Estados Parte reconocen que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida.  
2. Los Estados Parte garantizaran en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del diño.” 
86 Observación General No. 7 (2005) emitida por el Comité de los Derechos del Niño. Ginebra, 40° periodo 
de sesiones. Párr. 10.  
87 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Fondo, Serie C 
No. 63, párr. 144.  
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creación de las condiciones que se requieran para que no se produzcan 

violaciones de ese derecho básico y, en particular, el deber de impedir que 

sus agentes atenten contra él.  

 
Derecho a la salud 

 
175. Este derecho se desprende del párrafo cuarto, del artículo 4 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual establece lo 

siguiente: 

“Art. 4o. Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. 
La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios 
de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las 
entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a 
lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución. La 
ley definirá un sistema de salud para el bienestar, con el fin de 
garantizar la extensión progresiva, cuantitativa y cualitativa de los 
servicios de salud para la atención integral y gratuita de las personas 
que no cuenten con seguridad social.” 

 

176. Debe interpretarse a la luz del artículo citado, así como a partir del contenido 

de diversos instrumentos internacionales para dar lugar a una unidad 

normativa; para lo cual este Alto Tribunal ha sostenido que el derecho a la 

salud es el “derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de 

salud física y mental” y es justiciable en distintas dimensiones.  

 
177. La extinta Primera Sala al resolver el amparo en revisión 173/200888 

concluyó que el derecho a la salud debe entenderse como una garantía 

fundamental e indispensable para el ejercicio de los demás derechos 

humanos y no solo como el derecho a estar sano. Además de implicar el 

disfrute de toda una gama de facilidades, bienes servicios y condiciones 

necesarias para alcanzar el más alto nivel de salud.89  

 
88 Resuelta en sesión de treinta de abril de dos mil ocho por unanimidad de cinco votos de los Ministros 
José de Jesús Gudiño Pelayo, José Ramón Cossío Díaz (ponente), Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Sergio A. Vals Hernández (presidente).  
89  Tesis asilada 1a. LXV/2008 de rubro: “DERECHO A LA SALUD. SU REGULACIÓN EN EL ARTÍCULO 
4o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y SU 
COMPLEMENTARIEDAD CON LOS TRATADOS INTERNACIONALES EN MATERIA DE DERECHOS 
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178. En el artículo 2590 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, de 

manera destacada, se ha reconocido la relevancia del derecho a la salud en 

la infancia y el sano desarrollo de los niños. 

 
179. Asimismo, en los artículos 691 y 2492 de la Convención de los Derechos del 

Niño, en la Observación General 15 “sobre el derecho del niño al disfrute del 

más alto nivel posible de salud”, y en los artículos 13, fracción IX93 y 5094 de 

la Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, se 

desprende el derecho de las infancias a disfrutar el más alto nivel posible de 

salud, así como a recibir la prestación de servicios de atención médica 

gratuita y de calidad, con el fin de prevenir, proteger y restaurar su salud.  

 
180. Además, de la Observación General 14, emitida por el Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales y el apartado a) del párrafo 2 del artículo 

12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales95 

 

HUMANOS”, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVIII, Julio de 2008, 
página 457. Registro digital: 169316. 
90 Artículo 25 1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su 
familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y 
los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, 
enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por 
circunstancias independientes de su voluntad. 2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y 
asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a 
igual protección social. 
91 Artículo 6 
1. Los Estados Partes reconocen que todo el niño tiene el derecho intrínseco a la vida. 
2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño. 
92 Artículo 24 1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de 
salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud. Los Estados 
Partes se esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado de su derecho al disfrute de esos servicios 
sanitarios. (…)” 
93 Artículo 13. Para efectos de la presente Ley son derechos de niñas, niños y adolescentes, de manera 
enunciativa más no limitativa, los siguientes: 
IX. Derecho a la protección de la salud y a la seguridad social; 
94 Artículo 50. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a disfrutar del más alto nivel posible de salud, 
así como a recibir la prestación de servicios de atención médica gratuita y de calidad de conformidad con 
la legislación aplicable, con el fin de prevenir, proteger y restaurar su salud. Las autoridades federales, de 
las entidades federativas, municipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, en relación con los derechos de niñas, niños y adolescentes, se 
coordinarán a fin de: 
(…)” 
95 1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más 
alto nivel posible de salud física y mental. 
2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena 
efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para: 
a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños; 
b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente; 
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se ha establecido la necesidad de adoptar medidas para mejorar la salud 

infantil. 

 
181. En virtud de lo anterior, es posible destacar el deber del Estado de adoptar 

medidas especiales de protección y asistencia en la materia en favor de las 

niñas y niños bajo su jurisdicción.  

 
182. En este sentido y en coincidencia con el propio Comité de los Derechos del 

Niño,96 la salud infantil debe concebirse desde la óptica de los derechos de 

las personas menores de edad considerando que a todas les asisten 

oportunidades de supervivencia, crecimiento y desarrollo en un contexto de 

bienestar físico, emocional y social al máximo de sus posibilidades.  

 
183. En concordancia, como lo ha sostenido el Pleno de este Alto Tribunal, el 

derecho a la salud es una responsabilidad social y su protección se 

traduce en la obligación del Estado de establecer los mecanismos 

necesarios para que todas las personas tengan acceso a los servicios de 

salud, pues se trata de una responsabilidad que comparten el Estado, la 

sociedad y las personas interesadas.97  

 
El derecho a la integridad personal 

 
184. Este derecho fundamental de igual forma se encuentra contemplado en el 

artículo 4° de la Constitución General,98 al reconocer el derecho a la niñez a 

un sano desarrollo integral. 

 

c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de otra 
índole, y la lucha contra ellas;  
d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia y servicios médicos en caso de enfermedad. 
96 Observación general Nº 15 (2013) sobre el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud 
(artículo 24).17 de abril de 2013. Introducción.  
97 Tesis de Jurisprudencia P./J. 136/2008 de rubro “SALUD. EL DERECHO A SU PROTECCIÓN 
CONFORME AL ARTÍCULO 4o., TERCER PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, ES UNA RESPONSABILIDAD SOCIAL”, visible en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVIII, Octubre de 2008, página 61. Registro digital: 168549. 
98 “Artículo 4. La mujer y el hombre son iguales ante la ley. Ésta protegerá la organización y el desarrollo 
de las familias. El Estado garantizará el goce y ejercicio del derecho a la igualdad sustantiva de las mujeres. 
(…) 
En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior 
de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la 
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185. Por su parte, la Convención de los Derechos del Niño, en su artículo 19,99 

establece el derecho del niño a ser protegido contra toda forma de perjuicio 

o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o 

explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la 

custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier persona 

que lo tenga a su cargo.  

 
186. Al respecto, el Comité de los Derechos del Niño de la Organización de las 

Naciones Unidas, órgano encargado, entre otras cosas, de orientar la 

interpretación, en relación con los derechos protegidos en el artículo 19 de 

ese instrumento, en el año 2006 emitió la Observación General Número 8,100 

en la que se pronunció sobre los castigos corporales y otras formas de 

castigo crueles o degradantes contra los menores; y en el año 2011, 

pronunció la diversa Observación General Número 13,101 en relación con el 

derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de violencia.  

 
187. En el ámbito interno, la propia Ley General de los Derechos de Niñas, Niños 

y Adolescentes retoma estas consideraciones al establecer que las niñas, 

niños y adolescentes tienen derecho a vivir una vida libre de toda forma de 

violencia y a que se resguarde su integridad personal, a fin de lograr las 

mejores condiciones de bienestar y el libre desarrollo de su personalidad.  

 
188. Incluso, dicha legislación en sus numerales 46 y 47 obliga a todas las 

autoridades, en el ámbito de su competencia, a tomar las medidas 

 

satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo 
integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas 
dirigidas a la niñez. 
99 “Artículo 19  
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas 
apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato 
negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la 
custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo.” 
100 Observación general Nº 8 (2006) sobre el derecho del niño a la protección contra los castigos corporales 
y otras formas de castigo crueles o degradantes (artículos 19, 28 y 37). 42° periodo de sesiones. 15 de 
mayo a 2 de junio de 2006. 
101 Observación general Nº 13 (2011) sobre el derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de 
violencia. 18 de abril de 2011. 
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necesarias para prevenir, atender y sancionar los casos en que niñas, niños 

o adolescentes se vean afectados, entre otras conductas, por descuido, 

negligencia, abandono o abuso físico, psicológico o sexual. 

 
189. En relación con dicho derecho, esta Suprema Corte al resolver el amparo 

directo en revisión 8577/2019102 consideró que todo maltrato físico, sea 

leve, moderado o grave, que tenga por objeto causar cierto grado de dolor o 

malestar, o cualquier castigo que busque menospreciar, humillar, denigrar, 

amenazar, asustar o ridiculizar al menor de edad, constituye un castigo 

corporal y/o un trato cruel y degradante, que resulta incompatible con la 

dignidad y los derechos de los menores de edad a su integridad personal y 

a su sano desarrollo integral.103 

 
190. Aspectos que en su conjunto permiten afirmar que toda forma de violencia 

contra los niños en todos los contextos no encuentra cabida en los 

ordenamientos nacionales e internacionales al establecer una prohibición 

absoluta de estos, pues atentan contra el sano desarrollo de las infancias y 

adolescencias. 

Derecho de las víctimas a la verdad y justicia     

 
191. Los primeros antecedentes del derecho a la verdad se encuentran en el 

Derecho Internacional Humanitario. El desarrollo jurisprudencial sobre este 

tópico ha consolidado este derecho como una titulación de las víctimas de 

violaciones graves a derechos humanos y otros delitos.  

 

 
102 Resuelto en sesión de tres de junio de dos mil veinte por mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández (ponente), Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá (presidente). En contra del emitido por la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, 
quien se reservó su derecho a formular voto particular. 
103 Tesis 1a.XLIX/2020 (10a.) de rubro: “CASTIGO CORPORAL COMO MÉTODO DE DISCIPLINA. LOS 
MALTRATOS Y AGRESIONES FÍSICAS CONTRA MENORE DE EDAD, SEAN LEVES, MODERADOS 
O GRAVES, SON CONTRARIOS A SU DIGNIDAD HUMANA Y VULNERAN SU DERECHO A LA 
INTEGRIDAD PERSONAL”. Registro digital: 2022436. 
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192. En el caso Bámaca Velásquez vs Guatemala,104 la Corte IDH explicó que 

el derecho a la verdad se encuentra subsumido en el derecho de la víctima 

o sus familiares a obtener de los órganos competentes del Estado el 

esclarecimiento de los hechos violatorios y las responsabilidades 

correspondientes, a través de la investigación y el juzgamiento que prevén 

los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. 

193. Así, el derecho a la verdad también se consolida como una medida de 

reparación porque permite a las víctimas conocer los hechos y seguir los 

procesos penales que originaron la violación a sus derechos humanos. Esto 

además, contribuye a que éstas y sus familiares puedan nombrar el abuso 

que han sufrido, identificar a los perpretadores y conocer las casusas que 

originaron tales violaciones. 

 
194. Además, debe destacarse que a las víctimas de violaciones de derechos 

humanos se les debe garantizar su derecho de acceso a un recurso efectivo 

para reclamar judicialmente su derecho a la verdad. Este recurso incluye el 

derecho a una investigación efectiva y a la verificación de los hechos.  

 
195. Al respecto, la extinta Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, al resolver el amparo en revisión 51/2020,105 señaló que el derecho 

a la verdad de las víctimas implica la búsqueda y obtención de información 

respecto de: i) las causas que llevaron a la victimización; ii) las causas y 

condiciones relacionadas con las graves violaciones al derecho internacional 

de los derechos humanos como al derecho internacional humanitario; iii) el 

progreso y resultado de las investigaciones; iv) las circunstancias y los 

motivos que originaron la perpetración de los crímenes; v) las circunstancias 

 
104 Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. 
Serie C No. 70, párr. 201. 
105 Resuelto en sesión de diez de agosto de dos mil veintidós por mayoría de tres votos de los Ministros 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat (ponente). En 
contra del emitido por el Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien se reservó su derecho a 
formular voto particular. 
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que rodearon las violaciones, y vi) la determinación del paradero de las 

víctimas, en los casos que sea conducente, y la identidad de los partícipes. 

 
196. Asimismo, que dicho derecho tiene dos dimensiones: una individual y una 

colectiva. La individual consiste en el derecho que tiene la víctima y su 

familia a conocer la verdad acerca de los hechos que derivaron en las serias 

violaciones a derechos humanos y a conocer la identidad de quienes 

participaron en las mismas. La dimensión colectiva implica la necesidad de 

prevenir dichas violaciones en el futuro. 

 
197. Así, el derecho a la verdad es aquél que devuelve la dignidad a la víctima de 

una manifiesta violación de sus derechos humanos, asegurando que los 

hechos atroces no vuelvan a ocurrir. 

198. Por ende, al tenor de lo narrado, se tiene que el principio del interés superior 

de la infancia y el amplio bloque de derechos humanos que ya se revisó 

conducen indefectiblemente a sostener la aplicabilidad al caso concreto 

de la regla contenida en el artículo 106 de la Ley General. De no 

determinarse la imprescriptibilidad en un caso de violaciones graves a 

derechos humanos, se haría nugatorio el derecho a la verdad y la justicia. 

 
199. En ese sentido, es que, desde la perspectiva de las víctimas, sus familiares 

y la sociedad en general, pueda afirmarse que, de conformidad con los 

mandatos internacionales y criterios convencionales, la imprescriptibilidad 

de los delitos cometidos en contra de niñas y niños asociados al evento 

conocido como “**********” resulta una medida que busca ver satisfecho el 

derecho a la verdad y justicia tanto en su dimensión individual, como en la 

colectiva. Así, la aplicabilidad de la regla especial de imprescriptibilidad 

sujeta a análisis se explica justamente por tales motivos, en la medida que 

resulta claro para este caso concreto la vigencia de tal norma, al estar en 

presencia de una violación grave a derechos humanos en perjuicio de niñas 

y niños, y que compromete los derechos de las víctimas indirectas. 
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200. Así, la interpretación constitucional que corresponde a esa disposición 

contenida en el último párrafo, del artículo 106 de la referida Ley General, en 

atención a los rasgos del caso particular, es que es aplicable cuando el 

asunto que se analiza supone una lesión grave a múltiples derechos 

humanos y bienes jurídicos de niñas y niños, así como de las víctimas 

indirectas. En efecto, la magnitud de tales afectaciones en este evento es 

inconmensurable, de tal manera que sin lugar a duda corresponde la 

aplicación directa de la multicitada norma respecto de los procesos penales 

en que se dilucida sobre la probable responsabilidad penal y las causas que 

originaron los diversos delitos y violaciones graves a derechos humanos 

dentro del marco del evento conocido como “**********”. 

 

201. En efecto, debe dejarse claro que cuando nos encontramos ante un suceso 

de la magnitud del que aquí nos ocupa, estamos expresando también la 

complejidad para su investigación y para su sanción; ello, porque el evento 

en sí mismo se separa de cualquier ilícito ordinario del derecho penal, y por 

ende, esta Suprema Corte sostiene su imprescriptibilidad, en términos del 

último párrafo del artículo 106 de la Ley General en comento. 

202. Así, este sumario sobre el contenido y alcance de los derechos humanos 

que están involucrados y cuya tutela es lo que se busca blindar a través de 

determinar la imprescriptibilidad de la acción penal ejercida en contra del 

quejoso respecto de los delitos de homicidio y lesiones culposos, en la 

modalidad de comisión por omisión, en perjuicio de niñas y niños, en el 

contexto del caso conocido como “**********” permite concluir que el último  

párrafo, del artículo 106 de la Ley General de los Derechos de las Niñas, 

Niños y Adolescentes es aplicable al caso concreto. 

 
203. Por ende, por lo que hace al agravio de la parte recurrente relativo a que el 

principio del interés superior de la infancia no es de carácter absoluto, 
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tampoco le asiste razón desde la vertiente que lo enfoca, ni con las 

conclusiones hacia las cuales quiere conducir la solución de la pregunta 

esencial. Es decir, es cierto que más que una regla ilimitada se trata de un 

mandado de optimización, lo que para el caso concreto sí implica que 

determinadas lesiones a los derechos de la infancia y adolescencia puedan 

ser perseguidas sin límite temporal, en los términos expuestos en la presente 

ejecutoria. 

 
204. Como se puede advertir, las consideraciones que anteceden constituyen una 

argumentación sólida en el sentido de que todos los elementos jurídicos 

analizados son coincidentes en señalar que deben removerse los obstáculos 

jurídicos que puedan afectar la búsqueda de la justicia y la verdad en eventos 

que implican una violación grave a derechos humanos. Asimismo, a partir de 

los postulados generales de orden internacional y los criterios orientadores 

de la misma naturaleza, se advierte la necesidad jurídica de establecer 

la imprescriptibilidad para investigar, perseguir y sancionar los actos 

(acciones u omisiones) que (culposa o dolosamente) se tradujeron en una 

vulneración a múltiples prerrogativas esenciales y bienes jurídicos 

fundamentales de las personas. 

 
205. Por otra parte, en esta ejecutoria se destacó que tales herramientas jurídicas 

y procesales cobran mayor fuerza constitucional y convencional cuando las 

víctimas son niñas y niños, a partir de su especial situación de vulnerabilidad, 

y el interés público que subyace en la protección de sus derechos y en la 

reparación de los daños que se les causen. Además, se hizo referencia a la 

coincidencia jurídica e histórica de calificar al evento conocido como 

“**********” como uno que constituyó una afrenta extraordinaria a los 

derechos humanos y que, en consecuencia, exige la activación de 

mecanismos especiales de investigación, procesamiento y sanción. 

 
206. Y finalmente, a partir de la importancia e inderogabilidad de todos los 

derechos involucrados (tanto de las víctimas directas como indirectas) y a la 
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luz del principio constitucional del interés superior de la infancia, esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene la aplicabilidad para el caso 

concreto de la regla de imprescriptibilidad contemplada en el artículo 106 de 

la Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. 

 
207. Devolución de autos. En virtud de que este Alto Tribunal se ha pronunciado 

sobre el tema de interés y trascendencia que justificó el conocimiento del 

asunto, lo conducente es la devolución de los autos al Sexto Tribunal 

Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito para que resuelva los 

recursos principal y adhesivo, conforme a la doctrina sustentada en esta 

ejecutoria. 

 VII. DECISIÓN 

 
208. Con base en lo expuesto, deben devolverse los autos al Sexto Tribunal 

Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito para que resuelva los 

recursos de revisión principal y adhesivo, con base en la doctrina sustentada 

en la presenta ejecutoria.  

 
Por lo anteriormente expuesto y fundado, se resuelve: 

 
ÚNICO. Devuélvanse los autos al Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal 

del Primer Circuito para los efectos precisados en el apartado VI de esta 

ejecutoria. 

 
Notifíquese conforme a derecho corresponde y, en su oportunidad, 

archívese el toca como asunto concluido. 

 

En términos de lo previsto en los artículos 112 y 115 de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información, Pública, publicada el veinte de marzo de dos mil veinticinco en el Diario 
Oficial de la Federación; así como en el Acuerdo General 11/2017, del Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicado el dieciocho de septiembre de dos mil diecisiete en el 
Diario Oficial de la Federación, en esta versión pública se suprime la información considerada 
legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos. 
 


